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IV. PROBLEMATI~A ~cru.4~ y POSIBLE ~FORMA. CRÍTICA 

He trazado hasta aquf, un bosquejo general de la Legislación nacional 
sobre Zonas e Instalaciones de Intcrcs para la Defensa Nacional y su 
problemática actual, con una prohmdización más detallada en las Zonas de 
Acceso Restringido a la Propiedad de Extranjeros. 

En tal estudio hemos tenido ocasión de examinar aquellos aspectos más 
relevantes y el tratamiento que la jurisprudencia, doctrina y práctica jurfdica 
viene dando auna normativa que se viene aplicando cotidianamente dada la 
profusa gama de situaciones jurfdico-administrativas que plantea, dcntm del 
desarrollo de la vida tanto de nacionales como extranjeros en sus rclacioncs 
de tráfico jurídico de sus propiedades o dc otros derechos reales sobre inmue- 
bles. 

Acorde con el Título y contenido gcncral de esta tesis he querido dedicar 
la última parte al examen de aquellas lfncas de reforma, que en nuestra pcr- 
sonal opinión pueden apuntarse en orden a su mejor interpretación y 
aplicación y, en definitiva, eficacia, y segundad jurídicas. 

Al tratar cada figura jurfdica (zonas de interes para la Defensa, Zonas de 

(*) Laprimeraparti de este Estudiofuepublicadaen clnímcro52 de laRevista Espaíiola de 
Derecho Militar. 
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Seguridad, Zonas de acceso restringido a la propiedad de extranjeros) y 
haberse mencionado su pmblemdtica, ha sido inevitable apuntaruna posible 
linea de reforma, quizá no claramente explicitada, pero st esbozada por 
cuanto que la exposición de un problema conlleva consigo la personal 
opinión sobre su solución, y cuando ella choca con la normativa se está 
sugiriendo la correspondiente reforma, pero desearia -ahora- profundi- 
zando en aquellas cuestiones tratar de sistematizar las posibles líneas de 
reforma, acudiendo alas diversas vias que la pueden hacer posible en un fu- 
turo desde mas cercano a más lejano. Y en este punto, parece necesario 
recordar una vez más, que aunque el objeto de la tesis se circunscribe alas 
Zonas de acceso restringido a la Propiedad de Extranjeros, no podemos 
separar esta institución de las otras, Zonas de Interés y Zonas dc seguridad 
de la Defensa Nacional, puesto que su tratamiento legal es uniforme e 
interdepcndiente. 

Asi. pensamos que la posible y dcscable reforma de la Legislación sobre 
Zonas e Instalaciones de IntcrCs para la Defensa Nacional, pudiera tener 
lugar en vinud de las siguientes consideraciones o exigencias: 

1. Por el desarrollo dc la propia normativa, acorde con sus propias exi- 
gencias explícitas cn la Ley y Rcglamcnto. 

2. Por vta de acomodación en sus principios inspiradores a la Consti- 
tución y aun Estado democrático o de Derecho. 

3. Por via de acomodación de esta normativa a otros Cuerpos Legales 
de la Nación y a una mejor integración de los objetivos (intereses 
protegidos) -a veces discordantes-. 

4. Por un perfeccionamiento dc su tramitación administrativa y con- 
creción en su aplicación, como contribución ala Seguridad Juridica 
Gcncral. 

5. Como consecuencia de compromisos internacionales y. concrcta- 
mente, la integraci6n de Espaila en la Comunidad Económica Euro- 
pta, como miembro de Pleno Derecho. 

1. Por elpropio desarrollo normativo.- La Ley 8175 es de 12 de marzo de 
1975 (B.0.E de 14 de marzo) y cl Reglamento 689f78 de aplicación, de 10 
de fcbrcrode 1978, publicado CB el B.O.E. de 14 de abril de 1978. sin em- 
bargo contiene estas previsiones aún no cumplidas: 

1.1. Disposición Transitoria 3*.- Continuará en vigor el Decreto sobre zona 
militarde Costas y Fronterasdc 15 defcbrcrode 1933ydemzIsdisposiciones 
complcmcntarias del mismo (hasta 9 se citan en la Tabla derogatoria, con la 
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particularidad ya indicada de que Decretos posteriores contradicen a Leyes 
anteriores), hasta la publcación de los Decretos a que se refiere el art. 5 de 
este Reglamento (los de Declaración de Zonas de Interks para la DefensaNa- 
cional). los cuales irán’ sustituyendo, a medida que se publiquen, a las 
antedichas disposiciones. 
Por mis manos han pasado en los últimos anos aIgunos anteproyectos. En la 
última ocasión se trataba de un Anteproyecto de Decreto único que abarcaba 
todas las Zonas de Imeres Nacional de Espafla, lo cual es digno de alabanza, 
pero su gestación y quizá el propósito del texto único ha retrasado su publi- 
cación, aún no lograda, debido ala necesidad de coordinara los tres EjCrcitos 
y a la variedad de sus implicaciones militares (islas, costas peninsulares, 
fronteras, etc). 
Sin duda, porestas consideraciones, ~610 se ha promulgado el Real Dccrcto 
81 1/198X, de 20 de julio, por el que se declara zona de interks para la Defen- 
saNacionalelespacioqueenC1secitacnelTérminoMunicipaldeAnchuras. 

1.2 Disposición Transitoria 4”.- Hasta que se efectúe por el Ministerio de 
Defensaladclimitaci6ndelazona próximade seguridaddecadainstalaci6n. 
que establece el art. ll.2 del Reglamento (Orden Ministerial de Defensa, a 
propuesta de la Autoridad Militar Regional e informada por el Estado Mayor 
del Ejército correspondiente). se mantendrán Ias actuales delimitaciones de 
las Zonas Polemicas y de Aislamiento (hasta 25 según la tabla derogatoria). 
Desde el 14 de abril de 1978 se han publicado más de 300 Ordenes declara- 
tivas de zonas de seguridad de instalaciones militares; pero la seguridad 
jurfdica exige que tal publicación no fuera un números apertus indcfiiido, 
sinoquc tuviera un plazo paradctcnninarlas zonas y que se recogieran todas 
las Zonas de Seguridad en una disposición única, al menos por Regiones 
Militares, que pusieran fin a la indeterminación y vigencia de las normas 
derogadas pero provisionalmente vigcntcs, superpuestas a las que se han 
publicado desde el 14 de abril dc 1978. 
Exigencia de determinación de normativa tanto mayor cuanto que la Dispo- 
sición Transitoria 5” aftadc que “No serán indemnizablcs las limitaciones en 
Zonas de fnter6s para la Defensa Nacional y de Seguridad establecidas con 
anterioridad a la vigencia de este Rcglamcnto, al amparo de la Normas sobre 
Zona Militar de Costas y Fronteras y Zonas Polemicas de Aislamiento, 
precepto que como ha puesto dc manilicsto el Estudio de los Colegios de 
Abogados, Notarios y Registradores de Baleares de 10 de marzo de 1919 
demanda la exégesis de determinar, caso por caso, la deliiitación existen- 
te el 14 de abril de 1978, aplicando nada menos que 25 más 9 (34) disposi- 
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ciones si no contradictorias al menos no coincidentes y la mayorfa promul- 
gadas el siglo pasado, con lo que la evolución de las técnicas y medios de la 
Defensa no han podido ser tenidas en cuenta. 
1.3. Por último, la Disposición Final 3” D) del Reglamento después de 
determinar las disposiciones derogadas referentes a restricciones de adqui- 
sición por extranjeros dice “Sin embargo, el art. 3” del Reglamento aprobado 
por Decreto de 28 de febrero de 1936, para aplicación de la Ley de 23 de 
octubre de 1935, queda subsistente cn cuanto alas facultades que otorga al 
Estado Mayor del Ejército para reducir la extensión adquitible por extranje- 
ros en las zonas a que se refiere, y demás normas dictadas en su aplicación, 
todo ello hasta que por el Gobierno se haga uso de la autorización que le 
confiere el art. 17 de Ia Ley 8/75, dictando la disposición prevista en el 
párrafo 2” “(Excepcionalmente, el Gobierno por Decreto y a propuesta de la 
Junta Nacional podra haccr extensivas las limitaciones de zonas de acceso 
restringido a la propiedad de extranjeros a determinadas poblaciones no 
fronterizas o a sus zonas de ensanche o fijar un límite máximo de supcrfice 
por adquirente). El mero enunciado dc los dos preceptos da idea de la fuente 
deproblemasquepuedendcrivarsede tanambigua ypocoprecisanormativa. 
Nuestrapersonalopiniónsobreestepuntoesquescria”contra~oaley”eluso 
por el Estado Mayor del Ejército de dicha facultad, pues la determinación, 
demarcación y delimitación dc las Zonas de acceso restringido ala propiedad 
de extranjeros ya está llevada a tCrmino cn el propio Reglamento de 20-Z-78, 
y en las modilicaciones a su texto articulado habidas con posteriotidad, las 
referentes a los Territorios Especiales del Norte de Africa y al Campo de 
Gibraltar a las que hemos hecho rcfcrencia, por lo que el uso de la facultad 
del E.M.E. seria contraria al propio texto legal, pues invadirfa competencias 
reservadas al Ministerio de Dcfcnsa o al Consejo de Ministros e incluso a 
facultades de orden consultivo de la Junta de Dcfcnsa Nacional. 

2. Por vía de acomodación a los principios de la Constitución de 1978.- 
Tanto la Ley como el Reglamento (abril de 1975 y febrero de 1978. respec- 
tivamente) son anteriores ala Constitución, por10 que no han podido recoger 
en su contenido los principios inspiradores de esta. 
Asícomolalegalidadconstitucional pcrmitelimitarlapropiedad,dc acuerdo 
con su articulo 33 “Se reconoce el derecho a la propiedad privada y ala he- 
rencia. La función social dc estos derechos limitará su contenido de acuerdo 
con las Leyes”, lo que -además- ha sido convalidado con rango de Ley 
OrgZínica por la Ley 6/1980 de 1 de julio, que regula los criterios básicos de 
la Defensa Nacional y de la Organización Militar, cuyo articulo 19 dice: “En 
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las zonas del territorio nacional consideradas de interés para la Defensa, en 
las que constituyen zonas de seguridad de las instalaciones militares o civiles 
de interés militar, asf como en aquellas en que las exigencias de la Defensa 
Nacional o el libre ejercicio de las potestades soberanas del Estado aconse- 
jen, podrán limitarse los derechos sobre los bienes propiedad de nacionales 
y extranjeros en ellas situados, de acuerdo con lo que se determine por Ley”, 
cortapisa y limitacibn al derecho de propiedad que, como vimos al principio, 
está consagrada en el Derecho Internacional, determinados preceptos de la 
Ley y Reglamento pueden ser tachados de dudosa constitucionalidad. 

En efecto: 

-El art. 93.3 del Reglamento al disponer que, contra las resoluciones que 
agoten la vfa administrativa en materia de sanciones impuestas por Autori- 
dades Militares por infracción ala normativa, podrá acudirse a la Jurisdic- 
ción Contencioso Administrativa salvo que se trate de cuestiones expresa- 
mentre exceptuadas de dicha jurisdicción, conforme al art. 2” b) de la Ley re- 
guladora dc la jurisdicción, se opone el art. 24 y 106.1 de la Constitución 
(“Todas Ias personas tienen derecho a obtener la tutela efectiva de los Jueces 
y Tribunales en el ejercicio de sus derechos e intereses legitimo& sin que, en 
ningún caso pueda producirse indcfensi6n “ y”Los Tribunales controlan la 
potestad reglamentaria y la legalidad dc la actuación administrativa, ast 
como el sometimiento de éstas a los fines que la justifican”). 
Pensamos, por tanto, en la posibilidad de que SC fiscalicen en la jurisdicción 
contencioso-administrativa las rcsoluciones sobre Zonas e Instalaciones de 
intems para la Defensa Nacional, Zona de Seguridad y Zonas de acceso 
restringido a la propiedad por parte de extranjeros, en cuanto a si tales tuso- 
luciones están o no conectadas con la finalidad de la Ley, es decir, para 
salvaguardar los intereses de la Defensa Nacional y la seguridad y eficacia 
de sus organizaciones e instalaciones. 

-Acorde con ello, estimamos que cualquier resolución del tipo que sea, es 
decir, no sólo en materia sancionadora, dictada por la Autoridad Militar, en 
uso de las facultades que otorga la Ley y el Reglamento, puede ser impug- 
nada ante la jurisdicción Contencioso-Administrativa, por imperativo del 
articulo 103 de la Constitución: “La Administración pública sirve con 
objetividad los intereses generales y actúa de acuerdo con los principios de 
eficacia, jerarquía, desconcentración y coordinación con sometimiento 
pleno ala Ley y al Derecho”. 
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El Profesor Garrido Falla aI que ya hemos aludido en este mismo tema, en 
sus Comentarios a la Constitución Española @ag. 1.066-Civitas 1980) 
comentando este articulo 106 de la Constitución dice: “En resumen, sin que 
se pueda hoy negar el concepto de discrecionalidad, ha de reconocerse que 
la posibilidad de revisión jurisdiccional la ha reducido a limites muy 
estrictos. Se ha conseguido asf, al menos, por lo que. ala Administración 
pública se refiere, la instrumentación práctica del principio de “interdicción 
de la arbitrariedad de los poderes públicos, que se contiene en el articulo 9.3 
infine de la propia Constituci6n y que, por eso, algunos consideran superfluo 
incluir en el articulo 106. Empero, hoy hay una linea jurispmdencial 
establecida que podría resumirse asi: discrecionalidad no puede confundirse 
con arbitrariedad”. 
En las II Jornadas de los Servicios Jurfdicos de las Fuerzas Armadas tuvimos 
la ocasión de pronunciamos (F’oncncia sobre asesoramiento en el Ministerio 
de Defensa en materia de Urbanismo, Laboral y Contencioso-Administrati- 
vo) acerca de que si bien, y como consecuencia de la Constitución, todos los 
actos administrativos de la Administración Militar estarían sujetos a la 
posibilidad de su fiscalización por los Tribunales, ello no significa que dicho 
control no tenga unos limites determinados. Asfocurre en cuestiones que han 
dc resolverse por un juicio fundado en clementes de carácterexclusivamen- 
te tecnico (por ejemplo, ¿afecta a la Dcfcnsa Nacional o a la Seguridadde las 
instalaciones militares o ala seguridad de personas o bienes próximos a una 
instalación militar @olvorfn), una edi ticación, una adquisición de un terreno 
en Ceuta por un súbdito marroquf?), que solo puede ser formulado por un 
Organo especializado de la Administración y que-en sf mismo, escapa por su 
propia naturaleza al control jurfdico que es el único que pueden ejercer los 
órganos jurisdiccionales y que, naturalmente, deberá ejercerlo en la medida 
en que el juicio afecte el marco legal en que se encuadra, es decir, sobre cues- 
tiones de legalidad. 
Estas son las tesis que con admirable precisión y detenimiento propugnan y 
sostienen el Auto del Tribunal Constitucional núm. 60 de 22 de octubre de 
1980, las sentencias de la Sala de lo Contencioso Administrativo de la 
Audiencia Nacional de 18 de febrero dc 1983 y de 13 de abril de 1984 y las 
del Tribunal Constitucional núm. 44/83 de 24 de mayo, 36/8 de ll de mayo 
y 39/1983 de 16 de mayo.... 

3. Por vía de acomodación a owos cuerpos legales.- Consideramos impor- 
tante en este punto dejar constancia de ta necesidad de que se produzca 
una coherencia y conexión pcrfcctas entre la normativa de Zonas e Insta- 
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laciones de Inter& para la Defensa Nacional y la de tres materias 
concretas, ya que en la práctica, se esman produciendo problemas a los que 
he hecho sucinta referencia a lo largo de nuestra exposición, pero que 
ahora desearla tratar con más detalle. 

Estas tres materias concretas son: 

A. Urbanismo 
B. Inversiones Extranjeras en España 
C. Derecho Registra1 

A. Urbanismo.- Un dictamen de la Auditoria de la Coruña de 9 de marzo 
de 1984 ha planteado la cuestión en sus justos términos, si bien el 
problema es de ambito nacional y puede ser perfectamente generali- 
zado. Sucede que los Planes Gcncrales de Ordenación Urbana Muni- 
cipales o Regionales que vienen realizando los Ayuntamientos o las 
Comunidades Autónomas presentan, cada vez, una mayor incidencia 
tamo respecto de Propicclades del Estado afectas a la Defensa Nacio- 
nal como del tratamiento urbanfstico de propiedades privadas que 
esth afectadas por las limitaciones y/o restricciones existentes en 
Zonas de Interés para la Defensa Nacional, Zonas de Scyridad de 
instalaciones militares o civiles dc Interes Militar o Zonas de acceso 
restringido ala propiedad dc extranjeros. 
Ello ha suscitado la lbgica pmocupacibn de las distintas Autoridades 
Militares llevándolas a ejercer una constante vigilancia sobre los An- 
teproyectos y Proyectos de dichos Planes, siendo cada vez mas fre- 
cuentes que tales Autoridades Militares se vean obligadas a compare- 
cer en la fase de información pública, formulando alegaciones en 
interes de la Defensa Nacional, alegaciones y consideraciones que no 
siempre son tenidas en cuenta por las Corporaciones Municipales o 
porlos Organismos Superiores aéstasque hande aprobartalcs Planes, 
normalmente Departamentos de las Comunidades Autónomas, a los 
que ha sido transferidas las facultades aprobatorias de la Administra- 
ción Central. 
Creemos sinceramente que si en la planificación urbantstica fueran 
tenidas en cuenta las instalaciones militares y sus zonas de segundad, 
se evitarlan que luego surgieran los contenciosos concretos, cuando 
los particulares presentaran proyectos de detalle que pueden estar 
ajustados ala disciplina urbanística pero que al ser informados porla 
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Autoridad Militar pueden requerir condiciones o limitaciones e inclu- 
so su informe desfavorable (de acuerdo con el art. 52 del Reglamento) 
por incidir, negativamente en los intereses de la Seguridad y Defensa 
Nacional, concretadas en los planes estrategicos militares. 
El Urbanismo es una función pública que, al igual que la Defensa Na- 
cional, conlleva una gestión que corresponde a la Administración 
Pública la que, según dispone el art. 1” de la Ley de Regimen Jurfdi- 
co de la Administración del Estado, actúa con una única y sola 
personalidad jurídica, aún cuando est6 constituida por Organos jerár- 
quicamente ordenados, a cada uno de los cuales se les atribuyen com- 
petencias concretas, como ocurre con la Dcfcnsa nacional asignada al 
Ministerio de Defensa, y con cl Urbanismo, atribuido al Ministerio de 
Obras Públicas, llamado precisamente a dictar resolución administra- 
tiva aprobatoria de los Planes Generales y Municipales según declara 
expresamente el artículo 40 de la Ley del Sucio. 
El principio de coordinación que presiden la acmación de la Adminis- 
tración PúbIica (art. 103 de la Constituciún) hace que tanto una como 
otra función pública, deban ser tratadas annónicamentc por dichos 6r- 
ganos, sin necesidad de acudir a otras instancias como son las Corpo- 
raciones Locales. Armonización que si no llegara a alcanzarse deberfa 
sermoderadaporlaPresidenciadelGobiemo(art. 5”delaL.R.J.A.E.). 
sin que deba ser obstáculo para ello el que haya sido transferida al 
Gobicmo de una Comunidad Autónoma y sin que pueda olvidarse que 
la Constitución en su art. 149.1.4. dispone que el Estado tiene 
competencia exclusiva sobre la Defensa y Fuerzas Armadas. 
Siempre que un Plan de Ordenación Urbana afecta a Organos que des- 
arrollan funciones públicas, dcbcrfa dar especial audiencia a los mis- 
mos recabando su preceptivo informe que debe ser vinculante o en 
caso de litigio, moderado por la Presidencia del Gobierno. 
La cuestión adquiere nuevos matices si consideramos que, conforme 
a la Ley del Patrimonio del Estado su administración compete al Mi- 
nistcrio de Economfa y Hacienda a travCs de la Dirección General del 
Patrimonio del Estado y la representación de la Administración en 
juicio a la Dirección General de los Servicios Jurfdicos del Estado 
afecta al Ministerio de Justicia, aunque existe el Organismo Autóno- 
mo afecto al Ministerio de Defensa Ilamado Gerencia de la Infraes- 
trucmra de la Defensa, con competencia otorgada por la Ley 28/1984 
de31 dejuliode 1984(B.O.E. 183) paralosPlanesde Acuartelamiento 
y los Proyectos de Urbanización Municipales. 
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La referida Ley 28/1984 de 3 1 de julio, de creación de la Gerencia de 
Infraestructura de la Defensa (ames Junta Central de Acuanelamien- 
to), como Organismo autónomo de carácter administrativo depen- 
diente del Ministerio de Defensa. regido por dicha Ley, por la de 
RCgimen Jurldico de Entidades Estatales Autbnomas y Ley General 
Presupuestaria, le encomienda las siguientes funciones. 

- Desarrollar las directrices de defensa en materia de patrimonio y 
condiciones urbanfsticas del mismo para contribuir a la elabora- 
ción y realización de los planes de infraestmctura de las Fuerzas 
Armadas, en colaboración con los Estados Mayores de los Ejérci- 
tos de Tierra, de la Armada y del Aire, en Ia parte que les afecte, y 
cumplir los cokidos que se le asigne en ‘elación con inmuebles 
afectados al Ministerio de Defensa y a los Organismos Autónomos 
adscritos al mismo. 

- Proponer modificaciones a los planes generales, asi como redactar 
y proponer planes parciales especiales y estudios de detalle, para 
que el desarrollo y ejccuci6n del planeamiento urbanfstico se 
coordine con los planes de infraestructura de las Fuerzas Armadas 
sobre terrenos destinados a acuartelamientos, en colaboración con 
las Corporaciones Locales y Comunidades Autbnomas, en ejerci- 
cio dc las competencias exclusivas que, en materia de defensa, atri- 
buye al Estado el artículo 149.1.4” de la Constitución. Dichos 
instrumentos de Planeamiento, asi como la colaboración en el 
mismo, se tramitar& con el asesoramiento de los Servicios Urba- 
nfsIicosdelaAdministracióndclEstado,integmdaenel Ministerio 
de Obras Públicas y Urbanismo, y se aprobarti por los órganos ur- 
banfsticos competentes y mediante el cumplimiento de la lcgisla- 
ción urbanistica. 

- Colaborar con los Ayuntamientos en los planes de ordenación 
urbana, tanto de iniciativa pública como privada, que afecten a los 
acuartelamientos existcntcs o a tcrrcnos sobrantes de los incluidos 
en los planes de acuartclamicntos. 

Ante los crccicntes problemas y dilicultades que se vienen sucedien- 
do, en este ordcnde temas, la Asesoría Juridica General del Ministerio 
de Defensa, con fecha 25 de mayo de 1984 sugirió la conveniencia de 
solicitar un dictamen de la entonces Dirección General de lo Conten- 
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cioso del Estado del Ministerio de Economfa y Hacienda y hoy 
Dirección General dc los Servicios Jurfdicos del Estado del Ministerio 
de Justicia. 
El dictamen fue emitido el 29 de mano de 1985 y abordó con carácter 
amplio y general toda la problcmatica del Urbanismo y Defensa Na- 
cional, en relación no ~610 con los terrenos ocupados por instalacio- 
nes militares sino tambien con las superficies que, perteneciendo a 
particulares, nacionales o extranjeros, tienen establecidas limitacio- 
nes y servidumbres con arreglo a la Ley 8f75 sobre Zonas de Instala- 
ciones de Interes para la Dcfcnsa Nacional. 

El contenido y conclusiones de tal dictamen asf como la circunstancia 
de que fue emitido por el máximo Organo Consultivo de la Adminis- 
tración, con excepción del Consejo de Estado, asf como la riqueza y 
profundidad de su contenido, nos ha movido a extractarlo, como 
resumen de la problemática planteada y de las soluciones que apunta: 

“Como puede observarse, la documentación remitida a este Centro 
Directivo plantea cucstioncs de índole general que, en buena medi- 
da, son consecuencia de la asunci6n por las Comunidades Autóno- 
mas de la competencia sobre planeamiento urbanístico que con 
anterioridad correspondfa al Estado. En este sentido los temas que 
procede abordar en el prcscntc informe afectan a los siguientes 
aspectos: 

1”. Alcance de las competencias de las Comunidades Autónomas 
en matenade urbanismo e incidencia.sobm los bienes del Estado 
situados en su territorio (bienes afectos al desarrollo de compe- 
tencias mantenidas por cl Estado). 

2”. Tramitación de los Planes urbanfsticos cuando afecten a bienes 
estatales. 

3”. Procediiientos utilizables, en su caso, para actuar en defensa 
de los intereses propios del Estado. 

El primero de los temas que deben ser tratados, relativo al tigimen 
compctencial de las Comunidades Autónomas sobre el urbanismo, tiene 
especialimportancia; nos6l0porclamplísimocontenidoqueelordenamien- 
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to espatIo reconoce a la materia urbanistica (art. 2 de la Ley del Suelo, texto 
refundido de 9 de abril de 1976). sino por el criterio manifiesto en la 
Constilución de considerar este campo especialmente adecuado para que 
corresponda a las Comunidades Autónomas. 

En efecto, según el art 148 de la norma fundamental, las Comunidades 
Autónomas podrán asumir competencias sobre “ordenación del territorio, 
urbanismo y vivienda” (no 3). 

Por otra parte, la lista de competencias reservadas con caractcr exclusi- 
vo al Estado, contenida en el art. 149 del mismo texto, no recoge ninguna 
limitación a la competencia autonómica en las materias indicadas, por lo que 
noexisteobstaculoalgunoparaquclosEstatutoslas atribuyanensu totalidad 
y de forma exclusiva a las Comunidades Autónomas. 

De este modo, los textos estatutarios han venido a coincidir en la carac- 
tcrización de la ordenación del territorio y el urbanismo como kmbito 
competencial exclusivo de las rcspcctivas Comunidades. 

El urbanismo ha dejado, pues, de ser una competencia estatal, planteán- 
doselaimpottante dificultaddc dcterminarhastaquCpuntoe1 cjerciciode las 
competencias que conserva el Estado, sobre todo las exclusivas con arreglo 
aI art. 149 de la Constitución. lleva impltcita su actuación cn materia 
urbanística, comocomplcmentoc instmmcntoindispensable para el desarro- 
llo de aquellas. 

Las fricciones entre las compctcncias urbanísticas de las Comunidades 
Autónomas y las sectoriales del Estado, cuando estas inciden sobre terrcnos 
situados en el ambito territorial de las primeras son, evidentemente, posibles, 
dada la amplia concepción del urbanismo en el ordenamiento español y la 
expresa vinculación de los organismos y entidades públicas alas dctermina- 
ciones de los instrumentos de ordenación debidamente aprobados. Sin 
pcrjuiciodeexaminarestaúltimacucstiónm9s adelante,procedeahoratratar 
de la afliculación general entre urbanismo y sectores administrativos espe- 
dticos, tema abordado recientcmentc por el Tribunal Constitucional cn su 
sentencia núm. 77/1984 de 3 dc julio. 

La resolución citada puso fin al conflicto. de competencia promovido por 
el Estado cn relación con las Rcsolucioncs del órgano competente de la Ad- 
ministración del Pafs Vasco por las que aprobó ciertas modificaciones del 
Plan General de Ordenación Urbana de Bilbao que afectaban a la zona 
pottuatia de esta ciudad y a la zona maritimo-terrestre. Al respecto debe 
recordarse que el puerto de Bilbao es de interés general y, por tanto, sobm él 
ostentacompetenciaexclusivael Estado (an. 149.1. $20 delaConstitución) 
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y que la zona marhimo-terrestre se califica por la Constituciún de bien de 
dominio público estatal (art. 132.2.). 

Por tanto, los datos delimitados del conflicto son analogos a los que 
resultan de la consulta elevada a este Centro Directivo, ya que tambien la 
Defensa Nacional es una compctenciaexclusiva estatal (art. 149.1 n”4) y las 
instalacionesmilitares son bienes dcmaniales delEstado (art. 339 del Código 
Civil). 

La aplicación de la ordenación urbantstica a los bienes estatales de 
dominio público se afirma por el Tribunal Constitucional al hilo de una 
doctrina jurisprudcnciaf bien conocida, en cuya virtud “el concepto dc 
dominio público sirve para calificar una categoría de bienes, pero no para 
aislar una porción de territorio de su entorno y considerarlo como una zona 
exenta dc las competencias de los diversos entes públicos que las ostenten”. 
Legalmente todo el territorio nacional se divide en territorios municipales, 
de forma que no pueden quedar espacios territorialmcnte excluidos de ellos, 
y la misma doctrina ha de aplicarse en relación con las Comunidades Autó- 
nomas, måxime cuando la división del territorio nacional en estas entidades 
es ahora prácticamente total (~610 se exceptúan Ceuta y Melilla). 

Como afirma el Tribunal Constitucional para los puertos, las zonas e 
instalaciones militares forman partc del territorio de la Comunidad Autóno- 
ma en que radiquen y están snjctos al ejercicio de sus competencias 
urbantsticas. Ello puede plantear dificultades en casos concretos, que no 
obstan a la real concurrencia dc compctcncias, sino que hacen aconsejable 
buscar soluciones de cooperación. Eslos posibles cauces de cooperación o 
coordinación, que no se concrctnn por cl citado Tribunal en su sentencia, se 
intentarfin determinar mas adclanntc con arreglo alas normas vigentes sobre 
las materias de Urbanismo y de Defensa. 

El tema de la concurrencia de las competencias exclusivas de las Comu- 
nidades Autónomas sobre el urbanismo y del Estado sobre sectores espccí- 
ficos (Puertos, Defensa) no se rcsuclvc por el Tribunal Constitucional con 
criterios claros. En efecto, la sentencia parte de la compatibilidad de ambas 
competencias, por tenerobjctos jurídicos distintos: “Asi, en el presente caso, 
la competencia exclusiva del Estado sobre puertos de interds general tiene 
por objeto la propia realidad del pucrto y la actividad relativa al mismo, pero 
no cualquier tipo de actividad que afecte al espacio físico que abarca un 
puerto. La competencia de ordenación del territorio y urbanismo (sin que 
interese ahora analizar la relación cntrc ambos conceptos) tiene por objetivos 
la actividad consistente en la delimitación de los diversos usos a que pueda 
destinarse el suelo o espacio físico territorial”. 

52 



Mas adelante el Tribunal Constitucional determina la posible concurrcn- 
cia al señalar: “No cabe excluir. por tanto, que en un caso concreto puedan 
concurrir en el espacio físico de un pucno de intems general, en este caso el 
de Bilbao. el ejercicio de la competencia del Estado en materia de puertos y 
eldelaComunidadAut6nomaenmate~aurbanística.Pemcstaconcu~encia 
~610 sera posible cuando el ejercicio de la competencia de la Comunidad 
Autónoma no se interfiera en el ejercicio de la competencia estatal ni lo 
perturbe”. 

La doctrina del Tribunal lleva, pues, a concluir que el desarrollo de las 
competencias urbantsticas por las Comunidades Autónomas afecta las zonas 
e instalaciones militares situadas cn su territorio, que son competencia del 
Estado, pero sin que pueda llegar a intcrfctir o perturbar el ejercicio de la 
competencia estatal. Precisamente el limite de las alteraciones que legítima- 
mentepuedenintroducirlas Comunidadcsno setijaporlasentencia rcfcrida. 
Puede facilmente inducirse, sin embargo, que el dcsconocimicnto en los 
instrumentos urbanfsticos de las instalaciones militares supondrfa una pcr- 
turbación fundamental que intcrficrc en las competencias estatales, pues el 
ejercicio de éstas presupone la realidad de aquellas y la existencia de la 
infraestructura necesaria para su funcionamiento, que requieren de la opor- 
tuna previsión en el plano de la ordenación territorial. 

Por consiguiente, de producirse esta situación, seda adecuado cl plantea- 
miento de conflicto de competencias ante cl Tribunal Constitucional, previo, 
en su caso, requerimiento ala Comunidad Autónoma, dentro del plazo legal, 
como se examinará más adelante. 

De no darse tal situación y no perturbar la ordenacidn urbanística apro- 
bada el ejercicio de las competencias cstatalcs, las actuaciones estatales y au- 
tonómicas senín compatibles y el planteamiento aprobado afectara las 
instalaciones militams existentes en su 5mbito. 

Lacxposicibnantedordebesercomplctadateniendoencucntacl rCgimen 
de eficacia del planteamiento urbanístico según el Ordenamiento espatiol. 

Precisamente la legislación urbanística general expresa con claridad el 
sometimiento a la ordenación aprobada, según sus normas, de los bienes 
públicos situados en el territorio y dc las actuaciones sectoriales de los 
órganos administrativos. El primerefccto deriva de la eficacia general de los 
planes y. sobre todo, de la previsión dc que en cl territorio ordenado existan 
bienes dc dominio público cuyo destino deba alterarse para cumplir el Plan 
(art. 136 Ley del Suelo, texto refundido de 9 dc abril de 1976). En este caso 
y cuando se trate de bienes del Estado, habrá de procedcrsc a su mutación 
demanial o desafectación, con arreglo de la Ley del Patrimonio del Estado. 
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Las actuaciones sectoriales también habrán de ajustarse al planeamiento. 
Asf lo dispone el art. 57.2 de la Ley del Suelo, pues aunque reconoce la sub- 
sistencia de las facultades especificas sobre materias concretas, su ejercicio 
habrá de hacerse de acuerdo con las previsiones del Plan. Y aún más explicito 
es el art. 180 de la misma Ley, al exigir licencia urbanistica a los actos que 
promueven órganos de Estado. La discrepancia del proyecto con el plan 
vigente, además, se reconduce a una modificación del planeamiento, pero 
nunca se admite una permanente discordia entre el Plan y la actuación públi- 
ca. EI mismo precepto en su apartado 3 se refiere a las obras que afecten a la 
Dcfcnsa nacional, sin excluirlas en absoluto del régimen de planeamiento. 

En cualquier caso, debe tcncrse en cuenta que la discrepancia de los 
nuevos planes con la realidad preexistente, es decir, con los edificios e insta- 
laciones erigidos con anterioridad a su aprobación, cuando se trate de Planes 
Gcncrales o Parciales, supone para los bienes afectados una situación 
especial: la calificación como fuera dc ordenación (art. 60 de la rcpetidaley 
del Suelo). Esta calilicación, y el rCgimen jurídico que implica, convendrá 
especialmente alas instalaciones militares que SC encuentren enclavadas en 
zonas clasificadas por cl plancamicnto vigente para otros usos. Hasta aqui 
llega solamente el efecto inmediato de la aprobación de los plancs, pues su 
concreta ejecución habrzí de llevarse acabo con arreglo a los procedimientos 
regulados por la Ley (arts. 114 y sigs.: compensación, cooperación o 
expropiación). 

Comprobada la eipccial eficacia de los planes urbanfsticos y su inciden- 
cia sobre los terrenos destinados a fines militares, debe examinarse si el 
vigente ordenamiento positivo establece algún cauce especial para que, 
durante la tramitación del procedimiento aprobatorio de aquellos, sean 
incorporadas al expediente las consideraciones dc la Administración militar. 

De las diversas modalidades de plan reguladas por Ia legislación urbanfs- 
tica interesa aludir, primeramcntc, a los Planes Generales. Pues bien, ni la 
Leydcl Sueloni cl Regkmcntodcl Plancamientoregulanu~ trámiteespecial 
para dar acogida a los informes o criterios formulados por órganos adminis- 
trativos distintos de las Corporaciones locales del territorio afectado (arts. 40 
y 41 de la Ley y 123 a 130 del Reglamento). Asipues, los únicos momentos 
proccdimcntales en que tales órganos podrán incorporarse a la Lramitación 
serán los del trámite de información pública general. Es importante destacar, 
por tanto, que las normas urbanísticas no prcvén que la Administración 
militar pueda formular alegaciones sobre un Plan General fuera del trámite 
de información pública. 

La falta de toda referencia al informe de órganos administrativos respecto 



de los Planes Generales es más notoria por la comparación con el procedi- 
miento establecido para otros Planes. Asf, en relación con los Planes 
Especiales se establece que “antes de su aprobación definitiva serán some- 
tidos a informe de los Departamentos Ministeriales y demás Organismos que 
resultaren afectados” (art. 43 de la Ley) e igualmente, para los Planes 
Directores Territoriales de Coordinación, se prcv6 que SC someter& “a in- 
forme de los Departamentos ministeriaks que no hayan intetvenido en su 
elaboración y a los que pueda interesar por razón de su competencia” (art. 39 
de la Ley). 

Por consiguiente, las normas urbanfsticas preven informes sectoriales 
especificos para los Planes de contenido ordenador limitado, pero no para los 
Planes destinados a realizar una ordcnaci6n integral del tcrtitorio. Este 
criterio puede considerarse inadecuado, sobre todo desde la atribución de la 
materia urbanfstica a la compctcncia dc las Comunidades Autónomas, pero 
indudablemente tiene plena vigencia. Aparte de la intervención por vta de 
informe o alegaciones cn el tramite dc información pública de los Planes 
Generales, ~610 cabra ala Administración del Estado, y concretamente a la 
Militar, canalizar sus consideraciones a través de sus reprcsentantcs en las 
Comisiones de Urbanismo (u órganos equivalentes) que existan en la 
respectiva Comunidad Autónoma. 

Por referirse el presente dictamen al regimen de las instalaciones milita- 
res, es preciso hacer referencia también ala normativa especial sobre zonas 
e instalaciones de interes para la Dcfcnsa nacional (Ley de 12 de marzo de 
197.5 y Reglamento de 10 de febrero de 1978). La primera obsetvación que 
suscitan tales normas consiste en su completa falta de coordinación con el 
tigimen urbantstico, a pesar de su rccicnlc elaboración. muy posterior a la 
primera Ley del suelo, de 1956, y de su incidencia sobre la utilización de los 
terrenos. 

El regimen de zoniticación militar, cn efecto, se presenta conindcpcnden- 
cia de la ordenación urbanística y no prevé mecanismo alguno de coordina- 
ción con el planeamiento cxistcntc. La clasiticación del SUCIO que se realice 
a su amparo se desenvuelve en un Stnbilo propio, con meras comunicaciones 
a los Ayuntamientos ya los particulares a cfcctos del cumplimiento concreto 
de las restricciones de usos (cfr. arts. 2 y 3 de la citada Ley, sobre zonas de 
intcms para la Defensa y la seguridad de las instalaciones que complemen- 
ta en la actualidad el art. 589 del Código Civil, y cl att. 30 del Reglamento 
que regula la comunicación aludida ameriomrente): 

El control de las Autoridades militatcs sobre las zonas de inter6.s para la 
Defensa y las zonas de scguridd se instrumenta con la autorización especial 
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que se impone para la realización de obras, trabajos, instalaciones o activi- 
dades (arts. 6 y 9 de la Ley y 6 y 12 del Reglamento). 

Esta autorización militar afecta, pues, a obras o proyectos y no puede 
entenderse trasladable ala tramitación de Planes urbanisticos, ni siquiera en 
el sentido de imponer, cuando La nomlativa urbanfstica carezca de previsión 
especial, un trámite específico de audiencia a la Administración militar. 

Por consiguiente, debe reafirmarse la conclusión antes obtenida: en el 
procedimiento de la elaboración y aprobación de Planes Generales, la 
Administración militar ~610 puede formular alegaciones en defensa de los 
intereses que tiene encomendados cn los trámiles de información pública 
(aparte de la intervención de sus representantes en órganos urbanfsticos), es 
decir, en las mismas condiciones que los administrados. 

Cuanto se ha expuesto evidencia la necesidad de que el ejercicio de 
competencias administrativas en materia militar y sobre el urbanismo sea 
debidamente coordinado. Esta indicación es obvia si se tiene en cuenta la 
concepción, vigente en derecho español , del Urbanismo, como ordenación 
integral de los usos de todo el territorio, y la incidencia de las actividades 
militares sobre dichos usos y sobre el rkgimen jurídico dc las zonas 
afectadas. 

La necesidad de coordinación, que ya planteó dificultades mientras el 
Estado aparecfa como titular único de las competencias en materia urbanfs- 
tica de que se. trata, se ha reveslido de exigencias especiales con la atribución 
de dichas competencias alas Comunidades Autónomas. Ahora es preciso no 
solo instrumentar una colaboración intcrorgánica y, por tanto, intraadminis- 
trativa, sino instrumentar relaciones entre Administraciones Públicas distin- 
tas que. tienen personalidad propia, e independiente. Asf lo señaló cl Tribunal 
Constitucional en su sentencia de 5 de agosto de 1983 (sobre la llamada 
LOAPA): “ la colaboraci6n entre la Administración de Estado y los de las 
Comunidades Autónomas resulta imprescindible para el buen funciona- 
miento de un Estado de las Autonomias”. 

En relación con la materia concreta se trata, pues, de determinar en qué 
forma podr&n hacerse valerlos intereses militares del Estado a tin de que sean 
tomados en cuenta por las Comunidades Autónomas al desarrollar sus 
competencias urbanisticas. Los medios utilizables son de variada naturale- 
za, pero pueden agruparse distinguiendo los instrumentos gcncrales, no 
ligados aun Plan Gc~cral ya aprobado por la comunidad de los referidos a 
un Plan General existente. 
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1. Instrumentos generales.- El establecimiento de un mecanismo general 
decoordinaci6nde especial aplicacibn alas situaciones contempladas cneste 
dictamen fue un tema abordado por el Proyecto de Ley Orgánica de 
Armonización del Proceso Autonómico (art. 9.2: los planes de Estado y de 
las Comunidades Autónomas que afecten a servicios o competencias del otro 
se establecerán, en cuanto a este extremo, de común acuerdo entre ambos) 
y declarado inconstitucional por la sentencia citada antcrionnente del 
Tribunal Constitucional. 

A falta de otra regulación general, sólo cabe actualmente acudir a medios 
reguladosporlalegislaci6nurbantstica,concretamcnte losPlanes Directores 
Territoriales de Coordinación, que deben incluir expresamente “el sciiala- 
miento de amas en que se haya dc establecer limitaciones por exigencias de 
la defensa nacional, teniendo en cuenta la legislación especifica en la materia 
(art. 8.2.b) Ley del Suelo y ll.b) del Reglamento de Planeamiento). Obvia- 
mente, a traves de este Plan es como mãs completamente puede lograrse la 
adecuación entre intereses militares y urbanismo, si se tiene en cuenta la 
especial eficacia jerárquica del mismo sobre los Planes Generales (v.atts. 9 
y 10.2 de la Ley) Además, en su tramitación habrá de informar el Ministerio 
de Defensa si resultan afectados bicncs o instalaciones militares (arts. 39 de 
la Ley y 112 del Reglamento). 

Sin embargo, la elaboración de un Plan de este tipo suscita muchas 
dificultades por su complejidad, actualmente acrecentadas por las dudas 
doctrinales sobre el órgano y la Administración competente para su aproba- 
ción (el Estado, por la incorporación que realiza de planes sectoriales que son 
competenciasuyaexclusivaolasComunidadesAut6nomas,competentesde 
forma general sobre el organismo y los instrumentos de ordenación). 

Más fácil, parece la utilización de Planes Especiales para la ordenación 
de sectores concretos afectados por actividades administrativas que son de 
competencia estatal y sin llegar a suplantara los Planes Generales (an. 17 
Ley del Suelo). La aplicación de este instrumento en rclacibn con los 
intereses militares resulta posible admitiendo la plena legalidad del planca- 
miento especial indcpendicnte de todo Plan Director Territorial o Plan 
General previo (recogido por el an. 145 del Reglamento de Planeamiento y 
sin clara previsión legal), y con inclusi6n de las instalaciones militares entre 
las “infraestructuras básicas relativas al sistema de comunicaciones, al 
equipamiento comunitario y centros públicos de notorio interes general” 
(art. 76.3 del Reglamento). En cualquier caso, la aprobación de estos Planes 
corresponderfa a las Comunidades Autónomas conforme a las reglas ge- 
nerales. 
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Finalmente cabe aludir, en este apartado, ala facultad de la Administra- 
ción Militar para formular avances de Plan, cualquiera que sea la clase de 
éste, con los efectos muy limitados que les atribuye el ordenamiento (arts. 28 
de la Ley y 115 del Reglamento de Planeamiento). 

La falta de mecanismos sencillos utilizables para hacer valer los intereses 
militares en relación con el planeamiento urbanístico durante su elaboración, 
obliga a prestar atención a los medios que pueda utilizar el Estado, una vez 
aprobados los Planes Generales que afecten a instalaciones militares, para 
hacer prevalecer los intereses de la Defensa. 

2. Medidas referentes a Planes GcneraIes ya aprobados: La actuación 
estatal puede orientarse, en esta situación, a impugnar la actuación de las 
Comunidades Autónomas o a moditicar el planeamiento aprobado. 

Las medidas impugnatonas poddn canalizarse ante el Tribunal Consti- 
tucional, mediante cl oportuno conflicto de competencia cuando las actua- 
ciones urbanísticas de las Comunidades Autónomas interfieran o perturben 
el cjcrcicio de la competencia exclusiva estatal sobre la Defensa Nacional. 

Como se expuso anteriommnte, puede entenderse que el dcsconocimicn- 
to por un Plan GcncraJ de las instalaciones militares existentes constituyeuna 
interferencia operturbacióndclasù1dicadasyescausabastanteparaplantear 
el conflicto contra el acto aprobatorio del Plan. El confhcto constitucionat, 
en su modalidad positiva, habrfa de interponerse por el Gobierno y dentro del 
plazo legal, previo potestativo rcquerimicnto de incompetencia (arts. 60,62 
y 63 de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional, de 3 de octubre de 
1979). 

Por otra parte, los actos aprobatorios de Planes urbanfsticos dictados por 
brganos de las Comunidades Autónomas son actos administrativos de etica- 
cia especial (la de los Planes que aprueben), pero, como tales, susceptibles 
de impugnación en vta administrativa y ante la jurisdicciún contencioso-ad- 
ministrativa (asf lo dispone expresamente art. 1 de la Ley 34/1981, de 5 de 
octubre). Y dado que las Comunidades Autónomas gozan de personalidad 
jutídica propia, independiente de la del Estado, las disposiciones y actos de 
sus órganos administrativos podran ser recurridos por el Estado, tanto en via 
administrativa como contenciosa, sin suscitarse posibilidad alguna de revi- 
sión de oficio de actos propios o declaraciones de lesividad. En este sentido 
es explícito el art. 2* de la citada Ley 34/198 1 (“la Administración del Estado 
estar8 legitimada para recurrir ante la Jurisdicción Contencioso-administra- 
tivalasdisposicionesgeneralesyactosemanadosdelaAdministraci6n delas 
Comunidades Aut6nomas...‘*) y cl criterio que recoge es necesariamente 

58 



trasladable a los recursos administrativos. En esta via y cumpliendo los re- 
quisitos ordinarios, podd interponer el Estado los recursos de alzada o re- 
posición, debiendo agotar la vfa administrativa para acceder a la impug- 
nación jurisdiccional. 

Unaobservaciónespecialmereccel tcmadelalegitimaciónorgánicapara 
interponer los recursos citados. A este respecto conviene distinguir ambos 
tipos de procedimientos de impugnación: 

a) En los recursos contenciosos-administrativos la competencia para 
acordar la interposición de los mismos corresponde a los Delegados del 
Gobierno en la respectiva Comunidad Autónoma (pues tienen facultad para 
“promover, si procede, el ejercicio dc las acciones legales que puedan 
corresponder ala Administración del Estado para impugnar ante los Tribu- 
nales ordinarios y contencioso-administrativo los acuerdos y disposiciones 
normativas de rango inferior a las leyes emanadas por los órganos de las 
Comunidades Autónomas”: art. 7.2 a) del Real Decreto 2238/1980, de 10 de 
octubre) y, en la Administración Central, al Excmo. Sr. Ministro de Dcfcnsa 
(en materias que afecten a su Dcpartamcnto) o al Director Gcncral de los 
Servicios Jurídicos dei Estado, como es regla general. La postulación 
procesal del Estado en estos recursos corresponde a los Abogados del Estado 
(art. 34 de la Ley de la Jurisdicción contencioso-administrativa). 

b) Para la interposición de recursos administrativos contra los acuerdos 
de las Comunidades Autónomas, la reprcscntación del Estado se atribuye a 
órganos distintos según la naturaleza de los bienes afectados por aquéllos. Si 
se trata de bienes de dominio público, como son los afectados a los fines de 
la defensa nacional (art. 339 del Código Civil), dicha representación corrcs- 
ponde a los órganos periféricos que representan a los Dcpartamcntos 
correspondientes, cs decir, en el caso consultado, ala Autoridad Militarlocal 
(art. 32 del Real Decreto 2799/1982 dc 15 de ochtbre). 

En materia patrimonial, la rcprescntación extrajudicial del Estado corms- 
ponde a la Dirección General del Patrimonio del Estado, y. cn el 5mbito 
pcrifkico a los Delegados de Hacienda, salvo en cuanto ala interposición de 
recursos en que está atribuida a las Abogacías del Estado (art. 3 y 4 de la Ley 
delPatrimoniodelEstadodel15deabrilde 1964~3.1 dclRealDecrcro2799/ 
1982). De este régimen ~610 cabe excluir los bienes patrimoniales de la 
Gerencia de Infraestructura de la Dcfcnsa, cuya Dirección Gerencia tiene 
encomendada la representación ante las Administraciones Públicas (art. 7 de 
la Ley 28/1984). 
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Por último, cabe siempre la posibilidad de modificar el planeamiento 
urbantstico aprobado, para dar cabida en él a los criterios por la Administra- 
ción militar. Tal modificación no revestir6 más especialidad que la intewen- 
ción del organismo autónomo Gerencia de Infraestructura de la Defensa, 
creado por Ley 28/1984 de 31 de julio, para, entre otros fmes, lograr la 
coordinación de los planes urbantsticos con los planes de infraestructura de 
las Fueaas Armadas, proponiendo modificaciones de aquellos y colaboran- 
do con los Ayuntamientos. 

A una modificación limitada de los planes de urbanismo puede conducir 
laaplicacióndel sistemaprevistocnelart. 180delaLeydcl Sucloparadcaso 
de obras de excepcional interks público acometidas por el Estado que SC 
encuentren en contradicciOn con cl planeamiento vigente. En tal situación las 
obras de intc& para la defensa nacional no podrin ser suspendidas por el 
Ayuntamiento y el Consejo de Ministros podrá ordenar la modilicación del 
Plan, con arreglo al proccdimicnto ordinario, para recoger en él la nueva 
instalación. La utilización de este instrumento (desarrollado en los ans. 7 a 
9 del Reglamento de Disciplina Urbanística) por el Estado debe entenderse 
posible, a pesar de la asunción de compacncias urbanfsticas por las Comu- 
nidades Autónomas, por ser complemento necesario de las competencias 
sectoriales que el Estado retiene en su poder. No se trata, pues, de una com- 
petencia urbanística, sino dc una potestad implicita en las competencias que 
le corresponden con carácter exclusivo, según la Constitución. 

CONCLUSIONñS 

Por cuanto se ha expuesto, este Centro Directivo, contestando a las 
consulta formulada entiende que: 

Io) Las Comunidades Autónomas, con arreglo a sus Estarutos de Auto- 
nomia, ostentan competencia exclusiva sobre su’territorio en materia urba- 
nfstica, quedando sometidas a su ejercicio las instalaciones militares radica- 
das en él. 

2”) El ejercicio por dichas Comunidades de sus competencias no puede 
llegar a interferir o perturbar cl que corresponde al Estado sobre las suyas, 
siendo necesario articular los distintos intereses mediante tCcnicas de coor- 
dinación y colaboración. 

3”) La legislación urbanística vigcntc no prevC ningún trámite especial 
en el procedimiento de elaboración de los Planes Generales para que 
participe en él la Administración Militar. Por tanto, solo cabe defender en 



dicho procedimiento los intereses militares utilizando cl tramite de informa- 
ción pública y mediante la participación de los representantes del Ministerio 
de Dcfcnsa en los órganos urbanísticos. 

4O) La legislación especial sobre. zonas militares no impone la intcrvcn- 
ción de la Autoridad Militar en la elaboración y aprobación de Planes de 
urbanismo. 

5”) Para coordinar los intereses urbanisticos con los sectoriales, entre 
ellos el militar. se configuran los Planes Directores Territotiales de Coordi- 
nación, pudiendo también utilizarse, con ese fin, los Planes Especiales. 

6”) En relación conlos Planes Gcneralcs aprobados porlas Comunidades 
Autónomas, podrá plantearse conllicto de competencia por el Estado ante el 
Tribunal Constitucional cuando pcrtubcn cl ejercicio de su competencia 
exclusiva sobre la Defensa Nacional. Los acuerdos aprobatorios de aquéllos 
podrán también scrimpugnados en vta administrativa, ante los órganos dc la 
Administración y ulterionnentc antelajurisdicción contencioso-administra- 
tiva por los órganos legitimados. 

7”) En todo caso, la Administración militarpodrfi proponer la modifica- 
ciún de los Planes urbanísticos que afcctcn a sus intereses. Podld imponerse 
la modificación si el Estado, por razones de interes público, ejerce las 
facultades previstas en el artículo, 180 de la Ley del Suelo”. 

Por nuestra parte solo debemos ahadir al contenido y conclusiones de este 
dictamen, que la solución legal dcbcríapasar por el desarrollo y cumplimien- 
to de la Disposición Final 3” de la Ley 8175: “Los preceptos de esta Ley por 
los que se exigen autorizaciones por cl Ministerio de Defensa o Autoridades 
Militares, se aplicaran sin perjuicio dc las licencias o autorizaciones que en 
su caso, y conforme a otras normas vigcntcs, deban otorgar los Dcpartamcn- 
tos Ministeriales civiles y otros organismos dc Ia Administración del Estado, 
Provincia o Municipio, siendo dc aplicación en estos supuestos el principio 
de unidad de expediente a que SC rcfierc cl art. 39 de la Ley de Proccdimicnto 
Administrativo”. 

I3. Inversiones extranjeras en España- En materia dc Zonas dc acceso 
restnngidoalaPropiedadporpancdeextranjcrosenEspañapuedeser 
concurrente la normativa que que nos ocupa con la de Inversiones Ex- 
tranjeras en Espatla sujeta a autorización administrativa de acuerdo 
con la legislación espccílica. Tal Icgislación, en tanto que mantiene 
una remisión ala Ley 8/1975, debe ser revisada para su adecuación al 
Derecho Comunitario, como tcndrcmos ocasión de ver mas adelante. 
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C. Derecho Registrd- Como ya hemos tenido ocasión de examinar con 
motivo del ar&sis de la norma tiva sobre Zonas de acceso restringido 
a la propiedad por parte de extranjeros, los atts. 41 del Reglamento y 
Disposición Transitoria 1” y 2” yue determinan la nulidad de pleno 
derecho de los actos juddicos y concesiones administrativas no 
inscritas en el Registro de la Propiedad por los extranjeros adquimn- 
tes- han sido cuestionados en cuanto a su legalidad por el Tribunal 
Supremo y por una buena parte de tratadistas. 
Como sintesis y ahadido de lo ya indicado cuando se tratbdel requisito 
de la inscripción en el Registro dc la Propiedad de las adquisiciones 
por personas ftsicas o jurfdicas extranjeras en las Zonas dc acceso rcs- 
tringido, recogemos los comentarios publicados en la Revista L.a Ley 
en su no 8-2-8.5 por José F. Aguido Petk: “Autotización para la rea- 
lización de una invcrsiún extranjera mediante adquisición de tincas 
radicadas en zonas de acceso restringido”. 
Con arreglo a lo previsto en cl art. 18 de la Ley y 37 del Reglamento, 
la adquisición de fmcas rústicas o urbanas, situadas en las zonas de 
continua alusión, por parte de personas ffsicas o jutídicas extranjeras, 
o la constitución de dcrcchos rcalcs sobre las mismas, a favor de 
personas extranjeras rcquiem autorización militar previa que, según 
previene el att. 79 del Reglamento se solicita del Ministrodc Defensa. 
Tal autorización, es exigible asimismo a las sociedades espailolas 
cuando su capital esté controlado por extranjeros. 
Dicho artículo señala los rcquisiros que dcbc reunir la instancia 
cuando el interesadocs personas ffsica, consignándose en el art. 8010s 
que dcbcn ser observados para el caso de que la inversora fuera 
persona jurfdica. 
Tengase en cuenta la excepción ala obligatoriedad de obtener la au- 
torización militar en los casos citados cuando el inmueble objeto del 
negocio jutíclico de que se trate, se halle en centros o zonas declaradas 
deintcrés turísticonacional,segúnestableceelart. 38dcl Reglamento. 
En cuanto a la eficacia del negocio jurídico sin autorizacibn militar 
previa, el T.S. cn scntencins de 3 de noviembre de 1967 y 6 de abril de 
1973 reconoce la validez del mismo; por contra en la de 2 de abril de 
1978 se establece la nulidad dc los negocios jurídicos incidentes sobre 
zonas de la clase a que nos referimos, sin autorización, criterio que se 
repite cn la de 19 de julio de 1983. 
Sobre. este particular, BONET CORREA entiende que la autorización 
másqueafectaralavalidczdelos actosdclnegocioprecedcntesdonde 
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incide es en su desenvolvimiento o en su ejercicio. 
Creemos que es esta la opinibn acertada, a pesar de que alguna tan 
autorizada como la de ALVAREZ PASTOR Y EGUIDAZU parece 
ser contraria a la que se acaba dc reseñar. 
No debe descartarse, por otra parte, la posibilidad de otorgar el 
negocio bajo condición suspensiva de la obtención de la autorización 
militar. Discrepamos, en consecuencia, de la tesis que en contra se 
proclama en Resolución de la D.G.R.N. de 20 de octubre de 1980. 

Inscripción.- El Art. 21 de la Ley de Zonas y 41 del Reglamento 
subraya la necesidad de la inscripcidn en el Registro de la Propiedad 
de los actos y contratos en los que se establezcan, reconozcan, 
transmitan, modifiquen o extingan, a favor de personas extranjeras, el 
dominio u otros derechos reales sobre bienes inmuebles sitos en las 
zonas objeto de comentario. Dicha inscripci6n debe practicarse dentro 
de los dieciocho meses siguientes ala fecha de otorgamiento de los co- 
rrcspondientcs titulos, dctcrminando la posible falta de inscripción 
dentro del referido plazo, la nulidad de tales títulos según cl punto 3 
de dicho artículo. 
Coincidimos conLUCAS FERNÁNDEZenconsiderarinadccuada la 
terminologIa utilizada en la norma que se acaba de citar, puesto que un 
acto no puede adolecer de nulidad, habiendo nacido valida, por falta 
de inscripcibn. En todo caso se tratará de una acto incompleto, pero no 
nulo. 
A pesar de todo es aconsejable que el título se presente en el Registro 
dcnvo del plazo citado a efectos de practicar el asiento de presenta- 
ción, cuya fecha, según el an. 24 de la Ley Hipotecaria se considera 
fecha de inscripción. 
Si el artículo 21 de la Ley del que es desarrollo el 41 del Reglamento 
establece una inscripción constitutiva, por entender que hasta que el 
documento transniisivo se inscriba es nulo, y’ resulta que el Derecho 
espailol no contcmplalainscripci6n registral constitutiva, es claro que 
procede la reforma de la Ley dc Zonas acomodandola a los principios 
y normas del Derecho rcgistral nacional y estableciendo el adecuado 
mecanismo para que el extranjero no vulnere la prohibici6n de 
adquirir de facto o en un fraude a la Ley. Como dice la conclusión del 
Estudio de los Colegios de Abogados, Notarios y Registradores de 
Baleares de 10 de marzo de 1979 “setía aconsejable una reforma 
legislativa del requisito dc la insctipcibn, estableciendo con claridad 
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y si se considera oportuno, el sistema de la inscripcibn constitutiva”. 

4. Por una perfeccionamiento de su tramitación administrativa y con- 

creción de alghospuntos de su normativa.- En este último grupo, un 
tantoheterogéneocomoseponedcmanifiestoensupropiadefùlición, 
queremos hacer referencia a dos órdenes de cuestiones que dentro del 
epfgrafe general de reforma, contribuirfan a un perfeccionamiento 
tecnico de la normativa, como contribución a la Segundad Juddica 
General. 
Para su adecuado análisis los dividimos, a su vez, en dos apartados: 

1. Concreción de algunos puntos de su normativa. 
2. Perfeccionamiento dc su tramitación administrativa 

1. Concreción de algunos puntos de su normativa.- El 26 de entro de 

1984 la Sección de Estado Mayor dc la Capitanía General de las Islas 
Canarias, matiz6 un informe, muy preciso, para el Ministerio de 
Defensa, exponiendo los problemas de orden legal y practico que 
estaba suponiendo la aplicación de la normativa sobre Zonas e 
Instalaciones de Interés para la Defensa, yen particular sobre Zonas 
de acceso restringido a la propiedad por parte de extranjeros, que son 
los que con más frecuencia y debido al “boom turfstico canario” se le 
plantean. 
1.1. La supuesta antinomfa a la que hemos hecho rcfcrencia, entre el 
art. 35 del Reglamento y el 37; según suliteralidad, con arreglo al 
primero el suelo urbano quedaría fuera del cómputo del porccntajcs en 
favor de extranjeros y no harfa falta autorización militar, según el 
segundo, estarla fuera del c6mputo pero sujeto a autorización militar. 
La Capitania General de Canarias coincide con la intcrprctación que 
propugna la Direcci6n General de los Registros y del Notariado del 
Ministerio de Justicia en su escrito de 26 de abril de este año, es decir, 
la de que no hace falta autorización militar para la adquisición por 
extranjero de suelo urbano dentro de la zona de acceso restringido ala 
propiedad para aquellos. Sería dcscable no ~610 la aclaración de esta 

supuesta antinomia, sino tambicn una mayor determinación de la 
expresión suelo urbano, núcleo de población, zona urbanizada o de 
ensanche, acorde con la Ley del Suelo, y sobre todo y, en particular, 
un modelo unificado y normalizado de certificado a expedir por 10s 

Ayuntamientos, a estos efectos, que pusieran fm ala dudosa termino- 
logía que al respecto se viene utilizando. 



Extender la exigencia de autorización militar en todo caso, podrta ser 
una cuestión aconsejable en plazas reducidas, como por ejemplo en 
Ceuta y Melilla, pero se considera completamente inviable en los Ar- 
chipielagos Canario y Balear. 

1.2 Ligado con el tema anterior, se da la circunstancia de que son 
muchos los municipios que no tienen todavfa un Plan General de 
Ordenación Urbana, no obstante lo cual, vienen otorgando licencias 
municipales para diversas construcciones, no coincidiendo la realidad 
formal con la urbanfstica. 
1.3 Tambien hemos hecho refcrcncia a que en los tkminos rurales 
existe -cn ocasiones- una volumetria constructiva limitada en 
función de la superficie de terreno, surgiendo el problema, en algunos 
casos, de que cl Ministerio de Defensa autoriza a un extranjero la 
adquisición de 2.000 m2 para construir una vivienda uniFamiliar, y el 
Ayuntamiento no le da la licencia para construir, por entender que 
necesita una parcela de 5.000 m2. Este problema se ha extremado 
últimamente en la Isla de Hierro. 

1.4 Ha surgido el problema, en Canarias y Baleares, de sociedades con 
participación mayoritaria extranjera, que solicitan autorización mili- 
tar para construir urbanizaciones con edificios en “Time Sharing”, en 
el cual el mismo apartamento cs vendido por fracciones de tiempo, 
normalmente quincenas a diferentes propietarios también extranjeros, 
de manera que en un mismo apartamento confluyen hasta 24 propie- 
tarios extranjeros, necesitando los 24 autorización militar para adqui- 
rir, conforme al art. 37 del Reglamento, con la consiguiente comple- 
jidad administrativa. 

1.5. En otros casos se contrata con un extranjero, no ya la propiedad, 
sino un derecho de opción durante un cierto tiempo, opción que no es 
inscribible en el Registro de la Propiedad por falta de autorización 
militar, con lo que las garantfas del adquimnte se perjudican. 

1.6. Surge tambien el caso dc matrimonios entre españoles y extran- 
jeros, en cuyo constante matrimonio se adquiere un inmueble, que 
plantea problemas por la autorización militar para adquirir, en caso de 
disolución de la sociedad dc gananciales, en cuanto ala adjudicacibn 
definitiva de los bienes inmucblcs. 

1.7 Estiman algunos Notarios y Registradores que la apreciación de 
considerarse una sociedad española con 50% de capital extranjero 
como extranjera por existir prevalcncia en su control y órganos 
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decisorios de los extranjeros, corresponde a la Dirección General de 
Transacciones Extranjeras del Mimisterio de Economfa y Hacienda y 
no al Ministerio dc Defensa, pero el Reglamento le encomienda a este 
la decisión, aun cuando sea aplicando lalegislación sobre Inversiones 
Extranjeras en España. 

1.8 También surge la problematica de la autorizacibn militar cuando 
españoles por razones de emigración pierden la nacionalidad española 
y adquieren una extranjera, poseyendo bienes en Zonas de acceso 
restringido a la propiedad de extranjeros. 

Todos estos problemas que surgen en la practica de aplicación diaria 
de la Ley y del Reglamento, han sido resucltos aplicando los criterios 
de interpretación jutídica de las Auditorias, Asesorfas Jurfdicas de los 
Cuarteles Generales y Ascsorfa Jmídica General del Ministerio de 
Defensa, asf como las pautas de la jurisprudencia, doctrina y dictáme- 
nes de la Dirección General dc los Registros y del Notariado o de los 
Servicios Jurídicos del Estado, que hemos venido citando ycomentan- 
do, a lo largo de este trabajo, pero este rico caudal de experiencias, 
debetía ser incorporado ala normativa vigente, en la reforma, conve- 
niente y aun necesaria, que dcbcría llevarse acabo, de acuerdo con las 
conclusiones de este epfgrafc IV. 

2. Perfeccionamiento de su tramitación administrativa.- La complejidad 
de la tramitacibn administrativa de las solicitudes de autorización 
militar en los tres supuestos contemplados en la especifica legislación 
que venimos examinando, hace que los expedientes sean prolijos y su 
tramitación y resolución adolezca de cierta lentitud, que dificulta la 
realización de las operaciones que en el trafico jurídico deben ser, por 
esencia, rápidas y @les. 
No es fácil como se puso dc manifiesto, en fa Comisión de redaccibn 
delRcglamento,proccdcralasupresi6ndctrámites,dadalanecesidad 
de comprobar en ocasiones los datos “in situ”; no obstante, el Regla- 
mento supuso un avance importante, por cuanto que se establecieron 
plazos para remitir el expediente por los diferentes úrganos llamados 
a intervenir en 61 y a dictar las resoluciones. 
Se considera que, en aras de tal objetivo, se pueden seguir dando pasos 
importantes tales como: 

2.1 La publicación del catálogo y delimitacibn de las zonas de Intems 
para la Defensa, por medio de Decreto, y de las Ordcncs Ministeriales 
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que estti pendientes de las Zonas de seguridad de las instalaciones 
militares, así como de las empresas civiles que se declaren de interés 
militar. 
2.2 Ladescentralizaciún administrativa, vfa desconcentración de fun- 
ciones o delegación de facultades, en las aprobaciones de volumen 
normal. 

2.3 La integración, de los diferentes aspectos que para los tres 
Ejércitos pueden tener una misma situación fáctica, a través de un 
informe único del Organo especializado de la Jefatura de Estado 
Mayor de la Defensa. 

2.4 La utilización de la informdtica para la puesta al día del Censo de 
propiedades extranjeras, de los porcentajes cubiertos y libres por 
ttkminos municipales distinguiendo interior y franja costera, y la 
elaboración de un Censo de Zonas de Seguridad y de Interés para la 
Defensa. 

La Ordendel Ministeriode Justicia de 21 de Octubre de 1983 (B.O.E. 
263) tiene por finalidad facilitar la elaboración del Censo dc Propie- 
dades Extranjerasa que SC refiere cl att. 43 del Reglamento, ìmponien- 
do a los Registradores de la Propiedad de los Registros afectados que 
figuran en un Anexo de la Orden (este Anexo lo unimos como 
Apéndice a esta tesis, para facilitar su consulta) ia obligación de 
complementar una ficha, en el plazo de un año contado a partir del 3 
de mayo de 1984, lo que significa que las Capitanías Generales ya 
estarán en disposición de remitir los datos al Ministerio de Defensa. 
2.5. La utilización al mziximo de los criterios de racionalización y 
normalización administrativa, en los expedientes, labor en la que la 
creación y reciente reforma del Ministerio de Defensa puede hacer 
mucho por medio de sus órganos especializados. 

5.- Como consecuencia de cierros compromisos internacionales y, con- 
cretamente, la integración de Esparia en la CEE. 

Tl.- Consecuencias Jurídicas de la adhesión.- 

El 1 de enero de 1986, Espaila se convirtió en miembro de pleno derecho 
de las Comunidades Europeas y parte en sus Tratados fundacionales-Tratado 
CECA, de 18 de abril de 195 1, y Tratados CEE y CEEA, de 25 de marzo de 
1957-, tal como habían sido modilicados o completados. 
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En esencia la adhesión supuso la transferencia por parte de España a las 
instituciones comunitarias de todas las competencias contenidas en los 
Tratados, incluso en la legislación derivada con fundamento en los Tratados 
mismos. 

Asfsedesprendeindubitadamentedela Sentencia dcl’fribunal de Justicia 
de las Comunidades Europeas, de 15 de julio de 1964, al decir que la 
Comunidad está dotada de atribuciones propias y más precisamente de 
poderes reales surgidos de una limitacM de competencias o de una transfe- 
rencia de atribuciones de los Estados ala Comunidad, los cuales hanlimitado 
en unos ámbitos restringidos sus dcrcchos soberanos y creado asf un 
conjunto de derechos aplicables a sus nacionales y a ellos mismos, lo que 
entraña una limitación objetiva de SUS derechos soberanos contra 10 cual no 
podrá. prevalcccr un acto unilateral, incompatible con el contenido o noción 
de Comunidad. 

Dicha transferencia de compctcncias encontró perfecto acomodo en el 
artículo93 denuestra Constitución-pensado, porende, para regularnuestra 
futuraintegracibn en las Comunidades Europeas-, a cuyo tenor, “mediante 
ley orgánica se podrá autorizar la celebración de Tratados por los que se 
atribuya a una organización o instituci6n internacional el ejercicio de 
competencias derivadas de la Constitución”. Tal fue la fmalidad de la Ley 
Or&ica 10/1985, de 2 de agosto, por la que se autorizaba la adhesión de 
España alas Comunidades Europeas. 

Por otro lado, resulta obligado rescíiar que la entrada en vigor de los 
Instrumentos de Adhesión supuso, por nuestra parte, la aceptación dc todo 
el conjunto de normas en que se articulan las politicas comunitarias. Como 
consecuencia del principio de aceptación integra del acervo comunitario o 
“acquis” --exigencia ineludible de la adhesión, conforme proclamó el 
Parlamento Europeo, en Resoluciones de 18 de enero de 1979 y 17 de 
noviembre de 1982-, España -articulo 2.3 y 4 del Acta de Adhesión- 
incorporó a su ordenamiento mtcmo la disposiciones de los Tratados 
originarios y los actos adoptados por las Comunidades antes de su adhesión, 
obligando, unas y otras, en las condiciones previstas en los Tratados y en el 
Acta; asimismo, se adhirió a las dccisioncs y acuerdos adoptados por los 
rcpresentantcs de los Gobiernos dc los Estados miembros, rcunidos en el 
Consejo, y adquirió el compromiso dc adherirse a los convemos celebrados 
por los Estados miembros entre si; fmalmente, los acuerdos o Convenios 
suscritos poruna de las comunidades con uno o varios terceros Estados, una 
organización internacional, o un nacional de un tercer Estado, serán vincu- 
lames para España en las condiciones previstas en los Tratados y en el Acta. 
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Debemos finalizar esta asertación diciendo que, en virtud del principio de 
imregociabilidad del “acquis”, complementario del que venimos exponicn- 
do, la negociación se limit6 a la búsqueda de mecanismos- adaptaciones 
tecnicas- que permitieran posponer o graduar en el tiempo la plena eficacia 
de las normas comunitarias, integradas, desde la adhesión, a nuestro orde- 
namiento intcmo. 

Conviene, por último, reseñaresquemálicamente los principios que rigen 
las relaciones entre el ordenamiento intcmo y cl Derecho comunitatio, 
siguiendo al efecto a D. MANUEL IGLESIAS CABERO (1): principio de 
aplicabilidad inmediata, dado que la norma de Derecho comunitario ad- 
quiere automáticamente estatuto dc Derecho comunitario positivo y se 
incardina en el Derecho positivo de cada Estado miembro, sin que para ello 
se requiera fórmula alguna especial de introducción; principio de aplicabili- 
dad directa, cn cuanto que las normas comunitarias son capaces dc crcar por 
sí mismas dcrcchos y obligaciones para los particulares; y principio dc 
primacia, a cuya virtud las normas comunitarias ocupan en el contexto del 
Derecho interno rango de prioridad sobre las mstantcs normas de ese 
ordenamiento de los Estados miembros. 

En conclusión, con el autor citado, el derecho comunitario deroga, en 
consecuencia, por su propia naturaleza, la totalidad de normas anteriores 
promulgadas en España, cuando sean contrarias al mismo, carccicndo de 
valor las posteriores, contratias a sus postulados, en la medida dc haber sido 
dictadas por quienes carecen de compctcncias para ello, a tenor de 10 
dispuesto en los articulos 93 y 96 de la Constituci6n. 

5.2. Disposiciones del Tratado de Roma, constitutivo de la CEE, con 
incidencia en la Ley 811975, de 12 de marzo, son: 

5.2.1.- Libertad de circulación y de trabajo.- 

Artículo 48 TCEE: 

“1. La libre circulación de los trabajadores dentro de la Comunidad 
quedará asegurada, a más tardar, al final del período transitorio. 

2. La libre circulación supondrá la abolici6n de toda discriminación por 
razón de lanacionalidad entre los trabajadores de los Estados miembros, con 
respecto al empleo, la retribución y las demás condiciones de trabajo. 

(1) MANUEL IGLESIAS CABERO. Magislrado: “Fundamentos del Derecho Comunilario 
Europeo”: Ed. Colex: Madrid. 1989 
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3. Sin perjuicio de las limitaciones justificadas por razones de orden 
público, seguridad y salud pública, la libre circulación de los trabajadores 
implicara el derecho: 

a) de responder a ofertas efectivas de trabajo; 
b) de desplazarse libremente para este fin en el territorio de los Estados 

miembros; 
c) de residir en uno de los Estados miembros con objeto de ejercer en 61 

un empleo, de conformidad con las disposiciones legales, reglamen- 
tarias y administrativas aplicables al empleo de los trabajadores 
nacionales; 

d) de permanecer en el tenitorio de un Estado miembro dcspues de haber 
ejercidocnél unemplco, enlascondicionesprevistascn losrcglamen- 
tos de aplicación establecidos por la Comisión. 

4. Las disposiciones del presente articulo no serán aplicables a los 
empleados de la Administraciún pública”. 

Conforme al artículo 2” del TCEE: “La Comunidad tendrá por misión 
promover, mediante el establccimicnto de unmercadocomún y la progresiva 
aproximación dc las políticas de desarrollo armonioso de las actividades 
económicas en el conjunto dc la Comunidad, una expansión continua y 
equilibrada, una estabilidad crccicntc, una elevación acelerada de nivel de 
vida y relaciones más estrechas entre los Estado que la integran”. 

En funcióndedichos objetivos, el Tratadoestableceuna serie dcmcdidas, 
entre las cuales, en su artículo 3. c), “la supresión entre los Estados miembros 
de los obstáculos a la libre circulación de personas, servicios y capitales”, 
prescribiendo en su.artículo 7.1, “toda discriminación por raz6n de la 
nacionalidad”, sin pcrjuicio“dc las disposiciones particulares previstas en el 
mismo”. 

La libertad de circulacibn, que conlleva el derecho a entrar o salir de los 
territorios de los Estados de la Comunidad, a circular por Cl y permanecer o 
residir en dicho territorio, que como tal no aparece configurada en cl Tratado, 
constituye el sustrato básico de los dcrcchos económicos reconocidos en el 
Tratado, y se ejerce al amparo de los articulos 48,52 y 59, imponiéndose 
sobre cualquier disposicibn legislativa o administrativa o cualquier práctica 
de las Administraciones nacionales incompatibles con cha. 

La libertad de trabajo-cxprcsamcnte recogida en el objetivo previsto cn 
el articulo 48- contiene como sustrato básico la abolición de cualquier tipo 
de discriminaci6n fundada sobre la nacionalidad entre los trabajadores de los 
Estados miembros, en lo que respecta al acceso al empleo, la remuneración 

70 



y demás condiciones de trabajo. 

Conviene reseñar, que en los sujetos del derecho debe darse la condición 
de “nacionales de un Estado miembro”, y por lo que se refiere al objeto del 
trabajo, lo son las actividades por cuenta ajena, sin ninguna limitación dentro 
de su catcgorfa. 

La interdicción proclamada sc extiende a cualquier práctica encubierta o 
indirecta restrictiva de dichalibcrtad. A los efectos de este estudio, baste con 
resenarque, como desarrollo del precitado precepto, el Reglamento 1612/68, 
de 15 de octubre, del Consejo de la Comunidad, en su atdculo 9.1, reconoce 
el derecho del trabajador de acceder a la vivienda que necesite. A dicha 
prescripción se opondría cualquier norma o practica que discrimine por 
razón de la nacionalidad la adquisición de inmueble a tal fin. 

5.2.2: Libertad de Establecimiento. 

Artículo 52 TCEE: 

“En el marco de las disposiciones siguientes, las restricciones ala libertad 
de establecimiento de los ciudadanos de un Estado miembro en cl tcrritotio 
de otro Estado miembro sertín progresivamente suprimidas a lo largo de 
períodos de transición. Dicha supresión progresiva se extenderá igualmente 
alasrestnccionesparalacreacióndeagcncias,desucursalesode filiales, por 
los ciudadanos de un Estado miembro establecido en el territorio de otro 
Estado miembro. 

La libertad de establecimiento comporta el acceso a las actividades no 
asalariadas y su ejercicio, asf como la constituci6n y gestión de empresas y, 
principalmente, de sociedades, en el sentido que se les da en el articulo 58, 
párrafo 2”, en las condiciones detinidas por la legislación del pafs de 
establecimiento para sus propios nacionales, sin perjuicio de las disposicio- 
nes del capitulo relativo a capitaks”. 

En torno al transcrito precepto +ue como puede observarse se limita a 
consignar un “objetivo”- se articula uno de los dos tipos de libertad que a 
los trabajadores por cuenta propia, y alas personas jurfdicas de alguno de los 
Estados comunitarios reconoce el Tratado CEE, cual es, la libertad de 
establecimiento, esto es, el derecho a establecerse en cualquiera de dichos 
Estados, al objeto de acceder a las actividades no asalariadas SC cxcluycn, 
portanto,las que deban calificarse de movimiento de capitales, art. 67TCEE, 
movimiento de mercancías, art. 9 TCEE, y las de carácter asalariado, arte48 
TCEE= y a ejercitarlas, asf como ala constitución y gestión de empresas, 
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en las condiciones fijadas por la legislaci6n del país de establecimiento para 
sus propios nacionales. 

Conforme ha precisado el Tribunal de Justicia de las Comunidades- 
entreotras, SentenciaREYNERS, 1974-,elntícleo básicodelalibertadque 
tratamos implica la interdicci6n absoluta de toda discriminación por raz6n 
de la nacionalidad en materia de establecimiento. 5610 son admisibles 
aquellas excepciones que el propio Tratado preve - art” 55.1”, relativo a 
actividades que impliquen el ejercicio de actividad pública , y 56, le, que 
permite disposiciones especiales por razón de orden público, seguridad públi 
ca o salud pública-. La interdicción mencionada surte sus efectos tanto 
respecto a las desigualdades de trato expresas, como a las encubiertas o 
indirectas. 

Resulta del máximo inter6s resaltar -en orden a la compresión de la 
problemática que abordamos- que, como normativa comunitaria de desa- 
rrollo -el Programa General de 18 de diciembre de 1961, adoptado por el 
Consejo de la Comunidad, para la supresi6n de las restricciones ala libertad 
de establecimiento, consideró como restricción al objeto de su levantamien- 
to, “aquellas disposiciones y prácticas que, con relación solamente a extran- 
jcros, excluyan, limiten o subordinen acondiciones la facultad de ejercerlos 
derechos normalmente adscritos a una actividad no asalariada y, en particu- 
lar, la facultad de . . . d) . Adquirir, explotar o enajenar derechos y bienes 
muebles o inmuebles”. 

5.2.3.- Libertad de prestación de servicios.- 

Artfculo 59 TCEE: “ En cl marco de las disposiciones siguientes, las 
restricciones a la libre prestacibn dc servicios dentro de la Comunidad serán 
progresivamente suprimidas, durante el periodo transitorio, para los nacio- 
nales de los Estados miembros establecidos en un pafs de la Comunidad que 
no sea el destinatario de la prestación. El Consejo, unánimemente y a 
pmpuesta de la Comisi6n, podrá extcndcrlos beneficios de las disposiciones 
del presente capítulo a los prcstadoms de servimos que sean ciudadanos de 
un tercer Estado y se hallen establecidos dentro de la Comunidad”. 

Siguiendo al efecto a IGNACIO BORRAJO WIESTA (2),“la libertad de 
servicios es la más amplia de todas las libertades económicas personales 
comunitarias: protege todas aquellas actividades económicas -definidas en 
el Tratado como las prestaciones realizadas normalmente a cambio de una 
remuneración (arte 60)-, de los sujetos comunitarios que no sean activida- 
des calificables como establecimiento o como trabajo asalariado”. Asimis- 
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mo, precisa que “para beneficiarse de ella es preciso no ~510 ser nacional de 
un Estado miembro, sino haberse establecido o situado en alguno de los 
paises de la Comunidad, en los mismos t&minos requeridos para el ejercicio 
de la libertad de establecimiento secundario”. 

El orden ala compresión del alcance de este derecho, frente ala libertad 
de establecimiento, consideramos oportuno reproducirlaopinión al respecto 
de PIERRE MATHIJSEN (3): ” a pesar que ambos derechos pueden 
contemplarelejerciciodeunamisma actividadecon6mica,elestablecimien- 
to supone una residencia estable y permanente en otro Estado miembro, esto 
es, una base a partir de la cual procede a la prestaci6n de servicios o al 
descmpetio de una actividad indepcndicnte; por contra, los servicios pueden 
ser desempchados desde una instalación en pafs de residencia habitual, ya 
que pueden requerir solamente el desplazamiento temporal y ocasional al 
Estado miembro donde se materializa la prestación del servicio”. 

Sunúcleoccntral, seprecisaenlaScntcnciaVAN BINSBERGER, 1974, 
radica en una absoluta interdiccibn de la libertad de servicios por razón de la 
nacionalidad, así como las discriminaciones indirectas o encubiertas; sola- 
mente por razón del interes gcncral -hmdamentado en alguno de los 
supuestos enumerados en los articulos 56, 1” 6 36 del Tratado- son 
admisibles restricciones a dicha libertad. 

Finalmente decir que, en el correlativo Programa al expuesto en el 
anterior epigrafe, este relativo a Supresión de restricciones ala libre prcsta- 
cibn de servicios, el Consejo de la Comunidad, en 1961, consideró como 
restricción a dicha libertad- al objeto de su levantamiento-, entre otras, 
“toda prohibición u obstáculo alas actividades no asalariadas del prestador 
que consistan en un trato diferenciado del mismo con relación a los naciona- 
les propios, previsto por una disposición legal, reglamentaria o administra- 
tiva de un Estado miembro o resultante de la aplicaci6n de la misma o de 
prácticas administrativas, y. en concreto,.... aquellas disposiciones y practi- 
cas que, con relaci6n solamente a los extranjeros, excluyan, limiten o 
subordinen a condiciones la facultad de ejercer los derechos normalmente 
relacionados con la prestación dc servicios yen particular, la facultad:... d) 
de adquirir, explotar o enajenar dcrcchos y bienes muebles o inmuebles”. 

(2) IGNACIOBORRAJOINIESTA, Inteducción al Cap.“Libertad deServicios”, pág.418 
del Código de Derecho comunitario. Santiago Muñoz Machado. Ed. Civitas. Madrid, 1988. 
(3) Citaen”Ftmdamentos deDerechoComu&rio”. ManucllglesiasCabero.páS. 254: Ed. 
Colex: Madrid. 1989. 
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5.2.4.-Prescripciones del Actade Adhesión ei las cuestiones expuestax- 

El Tratado de Adhesión entró en vigor, según se habfa previsto en el 
mismo, el dfa 1 de enero de 1986, simuluineamente con la adhesión a la 
CECA. 

El Acta relativa alas condiciones dc adhesión y a las adaptaciones de los 
Tratados, es un documento muy extenso, ya que consta de 403 articulos, 36 
anexos y 25 protocolos. La gran mayorfa de esos artículos se encuadran en 
la Cuarta parte del Acta -ardculos 28 al 380-, relativa a las medidas 
transitorias aplicables a Espalla y Portugal, consistentes en derogaciones 
temporarias a las normas del derecho comunitario especial (libre circula- 
ción, polftica agraria, politica de pesca, etc). 

En lo que afecta al estudio que se maliza, cabe reseñar lo siguiente : 

A) Respecto de la libre circulación de los trabajadores entre España y los 
demas Estados miembros: 

1. El art” 48 del Tratado CEE es aplicable en nuestro pafs desde el 1 de enero 
de 1986, con las salvedades dispuestas en los artículos 56 a 59 del Acta. 

2. El art” 56.1, dispone que los artfculos 1 al 6-del Reglamento (CEE) no 
1612/68, ~610 seran aplicables a partir del 1 enero de 1993, con la 
excepción del Ducado de Luxemburgo, en donde el aplazamiento es hasta 
el 1 de enero de 1996. 

B). Respecto a la libre circulación, a la libertad de establecimiento y a la 
libre prestación de servicios: 

1, El arte 57.1 del Acta expresa que hasta el 31 de diciembre de 1990, el an” 
ll del Reglamento (CEE) no 16 12/68 se aplicara con condiciones para los 
miembros de la familia del trabajador (arte lO.l.a.), dependiendo de que 
la instalación de los mismos de forma regular en un Estado miembro se 
hubiese realizado antes o dcsputs dc la firma del Acta, respetando los 
acuerdos bilaterales que, sobre cl particular, se tuviesen con otros 
Estados miembros. 

2. Hay determinadas disposiciones de la Directiva 68/360/CEE, relativa a 
la supresibn de las restricciones al desplazamiento y a la estancia de los 
trabajadores, que son indisociablcs del Reglamento (CEE) n” 1612/68 y 
que al aplazarse la entrada en vigor de éste por el arte 56 del Acta, han 



quedado en la misma situación de aplazamiento hasta el 1 de enero de 
1993. excepto con Luxemburgo en que el periodo se amplia hasta cl 1 de 
enero de 1996. 

5.3. La necesaria adaptación de la Ley 8175, de 12 de marzo.- 

5.3.1.- El alcance de la adaptación.. 

Ya con ocasi6n del XXVI Curso Anual para Mandos Superiores -1985/ 
86, expontamos nuestro criterio sobre la necesidad de adaptar la Ley 8/75 
al Derecho comunitario, así como el alcance de la misma. 

Al objeto se expresaba que las restricciones impuestas por dicha norma- 
tiva al ejercicio de derechos reales sobre bienes inmuebles, situados dentro 
de zonas definidas como de intcn?s para la Dcfcnsa Nacional o de seguridad 
de las instalaciones militares o de las instalaciones civiles declaradas de 
interés militar, por su caracter generico, es decir, por no establecer discrimi- 
naci6n alguna por razónde la nacionalidad, no resultaban incompatibles con 
las disposiciones del Tratado CEE-y sus nomtas complementarias-, en 
el ámbito de las libertades expuestas. Por la misma razón, dicha aseveraci6n 
es igualmente predicable respecto de las limitaciones previstas para Ceuta y 
Melilla, a las que con posterioridad nos referiremos. 

Por el contrario, se exponta, las limitaciones que para el acceso a la 
propiedad, en las denominadas “zonas de acceso restringido a la propiedad 
por parte de extranjeros”, se establcccn cn el art” 4 de la Ley 8fl5, y en el 
Capitulo III -artículos 32 a 48- de su Reglamento, resultan contrarias ala 
sistematica comunitaria, por cuanto se introduce una discriminación por 
razón de la nacionalidad, entre españoles y extranjeros, cualquiera que fuera 
su nacionalidad. 

Convicneprecisarqueelregimendeautorizaciones administrativas aque 
se hace rcfercnciano puede incardinarse en el especial previsto en el artículo 
56.1 del Tratado CEE, previsto para extranjeros, justificado por razones de 
orden público, seguridad o salud públicas, por cuanto éste requiere -como 
indubitadamente se desprende de la Scntcncia del Tribunal de Justicia de las 
Comunidades, de 15 de mayo de 1986, dictada ante una cuestión prcjudicial 
planteada por-un Tribunal de Bclfast-de unainterpretación restrictiva, esto 
es adecuada al fin perseguido y proporcional en el sentido de producir la 
menor lesión posible, incompatible con excepciones de carácter general, 
alcance Éste de las contenidas en los referidos artículos 4 de la Ley 8/75 y 32 
a 48 de su Reglamento. 

Igual inadecuaci6n se observa rcspccto del art” 12 del Real Dccrcto 
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legislativo 1265/1986, de 27 de junio, sobre inversiones extranjeras en 
España, dictado en aplicación de la Ley 47/85, de 27 de diciembre, de Bases 
de Delegación al Gobierno para la aplicación del Derecho de las Comunida- 
des Europeas, en la medida que mantiene cl aludido criterio discriminador, 
al decir que: 

“Cuando la adquisición de inmuebles se lleve a cabo por extranjeros, 
sean o no residentes, les sera de aplicación la legislación dictada por 
motivos estrategicos o dc defensa nacional, si la finca objeto de la 
adquisición se encuentra en alguna de las zonas del territorio nacional 
especificada cn dicha legislación”. 

Finalmente, antes de exponer la posición mantenida al respecto por la 
Administración española- y, en concreto, por el Ministerio de Defensa, 
competente en la matena-, resulta conveniente dejar constancia que en la 
Scsióndcldía22dematzode 1982,enelsenodelaConferenciaNegociadora 
del ingreso de Espaíía en las Comunidades Europeas, se lleg6 al acuerdo 
siguiente: 

“Adquisición por nacionales comunitarios de terrenos situados en 
zonas determinadas y de intcrcs para la defensa nacional: 1”) España 
aplicara el acervo comunitario en la materia desde la adhesión, lo que 
implica la suprcsi6n, a lo mh tardar en dicha fecha, de las discrimi- 
naciones fundadas en el criterio de la nacionalidad; 2”) la delegación 
espafiola informará puntualmente a la Comunidad del desarrollo de 
los estudios y de la legislación que deberá aprobarse para ello, 
quedando los servicios de la Comisión a disposicióndc las autoridades 
espatiolas para proporcionarles todo tipo dcindicaciones que pudieren 
parecerles útiles”. 

5.3.2.- La práctica observada por la Administración española.- 

La práctica observada por la Administración española-y, en concreto, 
el Ministerio de Defensa--, al abordar cl tema de laincidenciade la adhesión 
de Espana a la CEE, respecto a la Ley 8175, de 12 de marzo, y más 
concretamente, respecto a su apartado relativo a “zonas de acceso restringido 
a la propiedad por extranjcms” ha consistido, al menos hasta cl mes de 
diciembrede 1987, endistinguir entre personas ftsicas y jmídicas nacionales 
de otro Estado miembro de dicha Comunidad. 



Alas primeras no se exigía la autorización militar para adquirir inmue- 
bles y para realizar los demas actos jmídicos a que se refiere el art” 37 del 
Reglamento de 10 de febrero de 1978, por entender que la verificacibn de su 
nacionalidad no ofrecfa dificultad mediante la simple exhibición del pasa- 
porte. 

Por contra, a las personas jurfdicas, se exigfa la autorización militar por 
entender que sin un examen pormenorizado de los escritos de constitución, 
estatutos sociales y sus modificaciones y de las certificaciones expresivas de 
las participaciones en el capital y en los órganos sociales no era posible 
determinar si concurren o no las condiciones para precisar si es o no persona 
jundica comunitana equiparable a la persona jurfdica española a efectos de 
su no discriminación. Dicho régimen se aplicaba igualmente alas sociedades 
españolas con participación suficientemente representativas en el capital de 
personas físicas o jurfdicas extranjeras, entendiéndose que concurtía tal 
circunstancia cuando dicha participación superaba en unos casos el 50% u 
oscilaba, en otros, entre el 2.5 y el 50%. 

Asf se desprende indubitadamente del escrilo remitido, con fecha 7 de 
diciembre de 1987, por la Dircccibn General de Infraestructura de dicho 
Departamento a la Secretaria dc Estado para las Comunidades Europeas. 
Dicha practica se amparaba en la Circular de la Dirección General de Polftica 
de Defensa, de 18 de septicmbrc de 1986, único texto normativo hasta el 
momento dictadoen orden ala citadaintcgración denuestro Derechointerno 
en el acervo comunitario, en la materia que abordamos, debiendo asimismo 
significarse que el criterio que la sustentaba era explícitamente admitido en 
un estudio elaborado al efecto por el Notario de Madrid, D. Francisco Lucas 
Fernández, a instancia de la Direcci6n General de los Registros y del Nota- 
nado, el cual, pensamos, obtuvo la ncccsaria dilitsi6n en dicho Colectivo. 

Centrada asf la cuestión, a nuestro juicio, el criterio sustentado por el 
Ministerio de Defensa no puede cntcndcme adecuado a la sistemática 
comunitaria, tanto en elorden material, como en el.formal o adjetivo. 

De conformidad con el dictamen 8/88, de 14 dc enero, emitido por la Sub- 
dirección General para Asuntos Jurídicos de la Secretaría de Estado para las 
Comunidades Europeas, la solución fáctica dada a las personas jurídicas 
contradice lo dispuesto en el articulo 58 del Tratado CEE, a cuyo tenor, “las 
sociedades constituidas de conformidad con la legislación de un Estado 
miembro y cuya sede social, administración central o centro de actividad 
principal se encuentre dentro de la Comunidad quedaran equiparadas, a 
efectos de aplicaci6n de las disposiciones del presente capitulo, a las 
personas físicas nacionales de los Estados miembros; por sociedades SC 
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entiende las sociedades de Derecho civil o mercantil, inchtso las sociedades 
cooperativas, y las demas personas jurfdicas de Derecho público o privado, 
con excepción de lasque no persigan un fin luciativo”. 

Dicho precepto, afirma el referido dictamen, ~610 puede interpretarse en 
el sentido de la completa equiparación con las personas ffsicas de las 
sociedades que cumplan con los requisitos fijados en el arte 58 del Tratado; 
ello implica la imposibilidad de aceptar la noción tradicional de extranjero, 
que entendfa por tal, a todos los no nacionales. La legislacibn de un Estado 
miembro de la CEE debe distinguir entre nacionales, personas ffsicas o 

juddicas que son nacionales de otros Estados miembros y los demas. LOS 

primeros, los nacionales, personas ffsicas o jurídicas, de otro Estado miem- 
bro quedan equiparados, en el ambito del tratado CEE a los nacionales del 
propio Estado miembro, sin mas excepciones que las expresamente previstas 
en el Tratado y ello con el alcance que el Tribunal de Justicia, intérprete 
supremo del Tratado, ha dado alas mismas. En el caso que nos ocupa seran 
las del art” 56.1”, del cual ya hemos expuesto lo conveniente. 

Resulta importante rcscñar que el art” 58 del Tratado requiere para su 
aplicación el cumplimiento del reconocimiento rectproco de sociedades que 
prevé el art”220 del mismo. A faltadc tal reconocimiento, cualquier sociedad 
que cumpla los requisitos del citado art” 58 y tenga entre sus objetivos la 
compra de inmuebles, podrá adquirirlos -entendemos sin necesidad de au- 
torización- en esas zonas de acceso restringido a la propiedad por parte de 
extranjeros, aunque luego, su explotación dependerá de que cumpla con los 
requisitos de la legislación espafiola en ordena su reconocimiento como tal. 

Finalmente, respecto del aspecto formal que se apuntaba, debemos re- 
scñarque, si biencl tratamientodelaspcrsonas fisicasesacordeconlanorma 
comunitaria, el rango de la norma empleada al efecto -la Circular de la 
Dirección General de Polftica Militar, de 18 de septiembre de 1986, resulta 
insuficiente para salvar la incompatibilidad del texto normativo, conforme 
reiterada jurisprudencia, Sentencia de 15 de octubre de 1986, Comisión 
contra Italia, as. 168/85 y Sentencia de 20 de octubre de 1981, ComisiQ 
contra BClgica, as. 137/80, extremo en el que no profundizaremos, si bien 
sumariamente cabe mencionar que en las mismas se recoge el principio de 
la necesidad de quela transposici6n del Derecho comunitario al Interno debe 
realizarse a travks de disposiciones equivalentes, reseñándose expresamente 
la insuficiencia de las Circulares administrativas como medio de transposi- 
ción de Directivas al Derecho Intcmo. 
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5.4 .- Legislación comparada.- Especial referencia al caso Griego.- 

5.4.1.. Francia.- 

Los extranjeros pueden aspirara las compra de inmuebles en las mismas 
condiciones que las personas dc nacionalidad francesa. 
Unicamente se excluye aquellos lugares que reunen la condición de 
desclasificados del ramo de guerra. Se trata, en general, de antiguas for- 
tificaciones 0 campos militares. 
Por otra parte, está establecido que la libre adquisición se refiere a bienes 
particulares y no a los que tienen carácter público, especialmente si 
pcrtcnecen a la Defensa. 

5.4.2.- Inglaterra- 

La libertad para adquirir bienes inmuebles es total, sin que exista restric- 
ción alguna, ni general ni especifica. 
Lo que si existe son numerosas disposiciones‘que facultan al Poder 
Ejecutivo para d caso de que las circunstancias lo aconsejen, a llevar a 
cabo la “adquisicibn forzosa”, o sea, la expropiach para “fines públicos 
o quasi públicos,” de los terrenos interesantes. 
En la prktica, el Ministerio dc Dcfcnsa es uno de los terratenientes mBs 
importantes. 
Mediante la “Legislacih de emergencia”, cabe desalojar o expropiar, a 
todo extranjero o súbdito inglts, o expropiar sus fincas, terrenos o casas. 

X3.- República Federal Aietnana.- 

Básicamente sigue la misma reglamentacibn legal, con pcquetias excep- 
ciones, para las personas naturales o juridicas extranjeras, que para los 
ciudadanos de la República Fcdcral. 
En algunas regiones existen limitaciones respecto a adquisiciones por 
parte de extranjeros, que no tienen validez para personas pertenecientes a 
países de la Comunidad Económica Europea. 

5.4.4.- Irlanda.- 

No tiene legislación sobre adquisición de bienes por parte de extranjeros. 
Existe reglamentación respecto a los tcrrcnos que se utilizan para fines 
relacionados con la Defensa. 
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5.4.5.- Italia.- 

El ciudadano extranjero es admitido al disfrute de derechos civiles en 
condiciones de reciprocidad y salvo lo que dispongan las leyes especiales. 
No existen, en tiempo de paz, leyes especiales quelimitenlos derechos de 
propiedad de los ciudadanos extranjeros. 

5.4.6.- Bé@ca.- 

Los extranjeros pueden adquiririnmucbles en Ia unión Económica Belga- 
luxemburgesa a otros extrajeros, nacionales y residentes 

5.4.1.- Especial referencia al caso griego.- 

5.4.1.1.- Antecedentes.- 

En la República Helénica encontramos dos grupos de disposiciones, en 
los que es posible apreciar identidad de raz6n o similitud con la legislación 
española. Nos estamos refiriendo: 

1. A las disposiciones del Decreto Presidencial 22/24 de junio de 1927, 
que incumben únicamente a los extranjeros, y; 

2. Alas disposiciones del Decreto-Ley n” 1366/1938, del 2/7 de septiem- 
bre, que afectan tanto a los nacionales, como a los que dependen de 
jurisdicciones extranjeras. Esta Ley, sin embargo, otorga a los nacio- 
nales la posibilidad de adquirir bienes inmuebles, si se someten al 
control administrativo previsto. Las personas dependientes de juris- 
dicciones extranjeras no tiene esa posibilidad, salvo que el Decreto, 
que define como “frontcrka” la zona o región en cuestión, sea 
derogado. 

5.4.1.2.- Discusión del caso griego.- 

Los dos grupos de disposiciones citados, vulneran aquella normativa 
comunitaria, relativa a la libertad dc establecimiento y, en particular, el arte 
52. El derecho de poseer o alquilar bienes inmuebles en cualquier otro 
Estado miembro es, evidentemente, complementario del derecho a estable- 
cerse. Ademas ese derecho de poseer o alquilar bienes inmuebles, implica 
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necesariamente el derecho a utilizar y explotar esos bienes. Los terminos del 
a@.54,párrafo 3,letrae),delTratado, asfcomoelProgramaGeneralde 1961 
para la supresibn de las restricciones a la libertad de establecimiento (JO 
1962, n” 2, p.36). confirman que tal libertad es la finalidad del art” 52. 

De otra parte, desde el final del periodo de transici6n previsto en el art” 
8 delTmtado,debianconsiderarseprohibidas,envirmddelefectodirectodel 
art”59, las disposiciones que, con respecto a extranjeros solamente, exclufan 
o limitaban el derecho de adquirir, explotar o enajenar derechos o bienes 
inmuebles; asf como, las restricciones ala libertad de establecimiento y a la 
libertaddeprcstaciondeservicioscon respecto alaspersonasque,porcuenta 
propia, ejercieran actividades en el sector inmobiliario. En este respecto, es 
evidente que las disposiciones en cuestión pueden restringir el derecho de las 
personas dependientes de jurisdicciones de otros Estados miembros para 
prestar libremente en Grecia servicios que impliquen la adquisicibn o la 
explotación de bienes inmuebles. 

En cuanto a la vulneraci6n del arte 48 del Tratado, conviene mencionar 
que dicho artículo es aplicable cn Grecia desde el 1 de enero de 1981, con las 
limitaciones de las disposiciones transitorias previstas en los artículos 45 y 
47 del Acta de Adhesión. Estas disposiciones transitorias no mencionan 
directamente el art” 48, sino ciertos textos de derecho comunitario, en 
particular el Reglamento (CEE) no 1612/68, relativo a la libre circulación de 
trabajadores alinterior dela Comunidad (JO 1968,n”L 257, p.2)El art”45, 
párrafo 1, del Acta de Adhesión dispone que los artfculos 1 al 6 y 13 al 23 del 
Reglamento CEE n” 1612/68, “no son aplicables... en Grecia con respecto a 
las personas de jurisdicciones de los Estados miembros actuales, más que a 
partir del 1 de enero de 1988”. Y el art”45, parrafo 2, aplazalaaplicaci6n del 
art9 ll del Reglamento, pero las disposiciones transitorias no mencionan el 
artg 9, párrafo 1 del Reglamento, en el cual se expresa: “ El trabajador que, 
sometido a la jurisdicción de un Estado miembro, este empleado en el 
territorio de otro Estado miembro, se beneficiará de todos los derechos y 
todas las ventajas concedidas a los trabajadores nacionales en materia de 
alojamiento, incluyendo el acceso a la propiedad del alojamiento del cual 
tenga necesidad”. 

En consecuencia, las disposiciones transitorias citadas no suspendieron 
la aplicación del an” 9, párrafo 1, que esta en vigor, por tanto, desde el 1 de 
enerode l981,loqueimplicaquelostrabajadoresdeotrosEstadosmicmbros 
que estuviesen empleados en Grecia antes de esa fecha, asl como los que 
fueron empleados posteriormcntc a la misma. podfan beneficiarse de lo 
dispuesto en el art” 9. Sin embargo, las restricciones existentes en los dos 
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grupos de disposiciones griegas, impiden el acceso a la propiedad o al 
arrendamiento de bienes muebles o inmuebles por extranjeros, siendo, por 
tanto, manifiestamente incompatibles con lo establecido en el citado att” 9. 

Ninguno de los textos mencionados de las disposiciones transitorias se 
refieren ala titularidad del alojamiento, resultando de ello que la aplicación 
del art” 48, en 10 referente al alojamiento, asf como al acceso ala propiedad 
y al alquiler de bienes inmuebles no fue suspendida, con respecto a Grecia, 
por las disposiciones transitorias del Acta de Adhcsi4n. De todas formas, el 
art”48, es aplicable completamente en Grecia desde el 1 de enero de 1988, 
fecha de expiración de las últimas disposiciones transitorias previstas en los 
artfculos 45 al 47 del Acta. 

El arte48 se expresa pcrfectamcnte en cuanto al alojamiento, asícomo en 
cuanto al acceso a la propiedad y al alquiler de bienes inmuebles. El 
Reglamento CEE n” 1612/68, cuyo arte 9, párrafo 1, indica, al menos, que un 
tratamientoigual alquescrescrvaparalosnacionalesdeunEstadomiembn~, 
es exigido en materia de alojamiento en vistas de realizar la libre circulación 
de los trabajadores tal como esta definida en el arP48. Ademas, en tdrminos 
del párrafo 3, del arP48, la libre circulación de los trabajadores comporta el 
derecho “de residir en uno de los estados miembros, a fin de ejercer en él un 
empleo conforme a las disposiciones legislativas, reglamentarias y adminis- 
trativas que rijan el empleo de trabajadores nacionales”. En consecuencia, 
las restricciones que figuran en la legislación griega para acceder a la 
propiedad y alquiler de bienes inmuebles por parte de los extranjeros, 
obstaculizan en la practica el derecho que le corresponde aun trabajador de 
cualquier otro Estado miembro para residir en Grecia, con el fin de ejercer 
allt una actividad profesional. Se puede afirmar que dichas restricciones son 
contrarias al arte 48 del Tratado. 

5.4.7.3.- Posición de [a Comisión: 

En virtud del art” 169, la Comisión aprecia y sostiene que los dos grupos 
de disposiciones, citados anteriormente, constituyen una discriminación por 
razón de la nacionalidad, contraria al art” 7 del Tratado CEE y crean un 
obstaculo para la libre circulación de personas y de servicios (articulos 48, 
52 y 59 del Tratado CEE). No obstante, la Comisión rehusb adoptar una 
postura sobre la incompatibilidad de dichas disposiciones con las del 
Tratado, en 10 referente ala libre circulación de capitales (art” 67 y SS.). 
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5.4.1.4.-Posición del Gobierno Griego.- 

El Gobierno Griego no logró en sus observaciones a las quejas presenta- 
das por la Comisión, establecer la existencia de circunstancias de fuerza 
mayor, que por la naturaleza de las mismas, pudiesen exonerarlas. El 
Gobierno: 

1) Invocó la circunstancia política de la elaboración de un proyecto de 
ley que adecuada la normativa griega citada alas obligaciones comu- 
nitarias. 

2) En la Audiencia, durante la ptimera vez, trad de justificar las 
disposiciones en litigio por razones de segurihzd, alegando expresa- 
mcntc el artg 224 del Tratado. No obstante, esta alegación fue prescn- 
tada fuera de plazo en el procedimiento y el Tribunal no la tuvo en 
consideración, en virtud del art” 42, parrafo 2 del Reglamento de 
Procedimiento. Es más, esta medida se adopta ene1 procedimiento con 
objeto de garantizar al Estado demandado la posibilidad de asegurar 
su defensa y, por tanto, el incumplimiento incriminado cn la Carta de 
emplazamiento, el dictamen motivado y la demanda introductoria 
deben ser el mismo, los medios y los motivos Invocados en estos tres 
actos deben ser idtnticos (CJCEl.12.65, Comisión contra Italia, as. 
45/64, Rec. 1068). 

3) Invocó los esfuerzos realizados y las dificultades que habfa encontra- 
do para modificar las disposiciones litigiosas en la linea del derecho 
comunitario. Pero esta establecido, de un modo general , que un 
Estado no podrá alegar unas “Disposiciones o prácticas de su orden 
interno, incluso constitucionales” para justificar el no respeto de sus 
obligaciones comunitarias (CJCE 26.12.76, Comisión contra Italia, 
as. 52/75, Rec. 284). 

5.4.7.5.- Sentencia del Tribunal de Justicia de las Comunidades 
Europeas.- 

El Tribunal de Justicia decidió en Sentencia de 30 de mayo de 1989, con 
relación ala causa 305/87 contra la República Hckkica, lo siguiente: 

“Declarar que la República HclCnica, al mantener en vigor y aplicar el 
artículo único del Decreto Presidencial de 22-24 de junio de 1927 y los 
articulos 1,2,X4, y 5 de la Ley dc Excepción n” 1366 de 2-7 de scpticmbre 
de 1938, relativos a la celebración dc negocios jurfdicos sobre bienes 
inmuebles situados en la regiones fronterizas helénicas por los ciudadanos 
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de los demás Estados miembros, ha incumplido las obligaciones que le 
incumben en virtud de los artículos 48,52 y 59 del Tratado CEE”. 

5.5: Conclusiones.- 

En razón de lo expuesto, cabe extraer las siguientes conclusiones: 
Primera: Como consecuencia de la entrada en vigor del Tratado de 

Adhesión del Reino de Espada a las Comunidades Europeas, se incorporaron 
al ordenamiento jurfdico intcmo espanol, la totalidad de las normas que 
integran el acervo comunitario, Derecho originario y derivado, adquiriendo 
rango de primacfa sobre aquel, sin perjuicio de las adaptaciones tecnicas 
previstas en el Acta de Adhesión. 

Segunda: Conforme a los articulos 48,52 y 59 del Tratado fundacional 
CEE, en relación con el articulo 7 del mismo y sus normas complementarias, 
cualquier disposición legislativa o reglamentaria que imponga a los nacio- 
nales de Estados miembros un tratamiento discriminatorio no amparado en 
las excepciones que dicha norma preve respecto de los españoles en el ejer- 
cicio de las libertades de circulación dc personas, establecimiento y presta- 
ción de servicios, debe considerarse como contraria a dicho ordenamiento, 
con el efecto derogatorio que se deriva del aludido principio de primacta. 

Conviene destacar que conforme al art”9.1”, del Reglamento del Consejo 
1612/68,de 15 deoctubre,lalibertadde circulaciónimplicael dcrechodelos 
asalariados a tener acceso ala propiedad de la vivienda que necesite, y que 
conforme a los Programas Gencralcs de 1961, para la supresión de las 
restricciones alas libertades de establecimiento y prestación de servicios, se 
consideran prácticas restrictivas al ejercicio de las mismas “cualquiera 
disposiciones y prácticas que, con relación solamente a los extranjeros, 
excluyan, limiten o subordinen a condiciones, entre otros, la facultad de 
adquirir, explotar o enajenar dcrcchos y bienes muebles o inmuebles.” 

Tercera: Las limitaciones que para el acceso a la propiedad y ejercicio 
de dcmchos reales sobre inmuebles cn las denominadas “zonas de acceso 
restringido a la propiedad por parte de extranjeros”, excepción hecha de 
Ceuta y Melilla, determinan los artfculos 18 de la Ley 8/75, de 12 de marzo, 
y 37 y 46 de su Reglamento de ejecución, aprobado por Real Decreto 689/ 
78, de 10 de febrero, son contrarias al Tratado CEE y normas complemen- 
tarias, por cuanto, de un lado, inlroducen discriminación por razón de la 
nacionalidad entre españoles y extranjeros, cualquiera que sea su nacionali- 
dad, tanto si se trata de personas ffsicas como jurídicas, y de otro, la 
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imposibilidad de encuadrare1 régimen de autorizaciones administrativas que 
establecen en las excepciones previstas al principio de no discriminación de 
las libertades aludidas en el arte 56.1 del Tratado. 

Cuarta: Identica incompatibilidad debe producir respeto del art” 12 del 
Real Decreto legislativo 1265/86, de 27 de junio, sobre inversiones extran- 
jeras en EspaAa. 

Quinta: En orden a la transposición de las normas comunitarias al 
derecho interno español, resulta insuficiente la Circular de la Dirección 
General de Política Militar de la Defensa. 

Sexta: Se entiende la necesidad de reformarla Ley 8/75, de 12 de marzo, 
en orden a su adecuación al Derecho comunitario, en el sentido de equiparar 
alosnacionalesdeunEstadomicmbrodclaComunidadEcon6micaEuropea 
asi como alas sociedades que cumplan los requisitos fijados en el art” 58 del 
Tratado CEE con los españoles, personas físicas o jurídicas, pudiendo 
mantenerse la actual limitacibn para personas físicas nacionales de terceros 
Estados y para las personas jmídicas extranjeras que no cumplen los 
requisitos del art” 58 del Tratado CEE, pudiendo establecer, mediante 
normas de rango adecuado, un mgimen especia1 para los nacionales CEE, 
sean personas ffsicas o jurfdicas que estén justikadas por razones de orden 
y seguridad pública a condición de que tales limitaciones cumplan con los 
criterios manifestados por el Tribunal de Justicia de las Comunidades 
Europeas en las sentencias que ha dictado en esta materia, es decir, respecto 
a los principios de intcrprctación restrictiva, adecuación al fm perseguido y 
proporcionalidad. 

“En el momento de repasar las pruebas tipograficas del presente estudio, 
se ha tenido conocimiento de una importante iniciativa legislativa del 
Departamento de Defensa, que entcndcmos suficiente, en orden a solventar 
el problema planteado, cual es, la inclusión en el Proyecto de Ley de 
Presupuestos Generales del Estado 1991, de un articulo que reza asi: 

“Artículo ,,..- De la Zonas e Instalaciones de interés para la Defensa 
Nacional. 

Uno. El artículo decimonoveno de la Ley 8/75, de 12 de marzo, sobre 
Zonas e Instalaciones de interés para la Dcfcnsa Nacional, queda redactado 
en los terminos siguientes: 

“1. Scrá exigible la autonzacibn militar en todos los casos que previene 
el articulo anterior a las Sociedades Españolas cuando su capital pertenezca 
a personas ffsicas o jmídicas extranjeras, no nacionales de un Estado micm- 

8.5 



bro de la Comunidad Económica Europea, en proporción superior al 50 por 
100, o cuando, aún no siendo asf, los socios extranjeros no comunitarios 
tengan una situaci6n de dominio o prcvalcncia en la empresa, derivada de 
cualquier circunstancia que permita comprobar la existencia de una influcn- 
cia decisivade los mismos en lagestión de la Sociedad; dicha comprobación 
se verificará conforme al procedimiento que reglamentariamente se esta- 
blezca. 

2. El Cómputo del porcentaje de inversión extranjera a que se hace refe- 
rencia en el apartado anterior se llevará a cabo conforme a los criterios 
establecidos en la vigente normativa sobre inversiones Extranjeras cn 
Espaha. 

Dos. Se introdue en la citada Ley 8/87, de 12 de marzo, una Disposición 
Adicional que queda redactada en los términos siguientes: 

“1. Las limitaciones que para la adquisición de la propiedad y demás de- 
rcchos reales sobre inmuebles ast como para la realización de obras y edifi- 
caciones de cualquier clase, son de aplicación en los territorios declarados, 
o que se declaren, zonas de accesos restringidos ala propiedad por parte de 
extranjeros, en virtud de las previsiones contenidas en la disposiciones que 
integran el Capítulo III, no regiriln respecto de las personas ffsicas que 
ostenten la nacionalidad de un Estado miembro de la Comunidad Económica 
Europea; tratándose de personas jurfdicas que ostenten dicha nacionalidad, 
el aludido régimen será de aplicación en los mismos terminos que se prevé 
respecto de las personas jurfdicas espaholas. 

2. Lo dispuesto en el apartado anterior regiid respecto de los nacionales 
comunitarios a la que se hubiese aplicado o se aplique el régimen previsto 
en el artículo 24” 

Tres. Se modifica el artfculo 12 del Texto Articulado dc la Ley de 
Inversiones Extranjeras en España, aprobado por el Real Decreto Legislativo 
1265/1986, de 27 de junio, que queda redactado como sigue: 

“Artfculo 12. Cuando la adquisición de inmuebles se Ilcva a cabo por 
extranjeros, scan o no residentes, les será de aplicación la legislaci6n dictada 
por motivos estratégicos o dc dcfcnsa nacional si la íinca objeto dc adquisi- 
ción se encuentra en alguna de la zonas del territorio nacional especilicadas 
en dicha Icgislación. 

Lo dispuesto en el párrafo anterior no sera de aplicación a las personas 
físicas o jurídicas nacionales de un Estado miembro de las CEE, que podrán 
adquirirlos inmuebles ubicados en dichas zonas en las mismas condiciones 
que los nacionales esptiolcs” 
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V. REGIMEN ESPECIAL VIGEN~PPIUIALOSTERR~~ORIOS ESPA~JOLES DELNORTE 

DE AFRICA 

Consideramos que no quedaría completa la panorámica del estudio y 
comentario de la Ley y Reglamento de Zonas e Instalaciones de Interks para 
la Defensa Nacional, si no hicihmos un apagado especial, con sustantivi- 
dad propia, para referimos alas modalidades y especialidades vigentes para 
estos territorios, que-p& razones obvias de carácteiestratégico y militar- 
cuentanconunsistemadelimitacionesorestricciones alusodelapmpiedad 
que no $610 afecta a los extranjeros, sino tambih a las personas ffsicas o 
jutidicas de nacionalidad española, incluyendo la restrkcibn a los Entes 
Públicos. 

l.- DERECHO POSITIVO 

A). Regulación en la Ley 8175 

La Disposicibn final 2? en su redacción original determinaba que “Con 
independencia de lo dispuesto en esta Ley, y sin perjuicio de su aplicación 
a los territorios españoles del Norte de Africa, el Gobierno queda expresa- 
mentefacultadoparadictar,con rclaciónalosmismos,lasnonnascspecialcs 
que las nccesidadcs de la Defensa Nacional aconsejaren según las circuns- 
tancias dc cada momento y,entre aquellas. la exigencia dela autorización del 
Consejo de Ministros en todos los casos de transmisión o gravamen de la 
propiedad de bienes inmuebles, cualquiera que sea la nacionalidad del 
adquirente”. 

La Disposición final 2” fue modificada por Ley 37/1988, de 28 de 
diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para 1989, disposición 
adicional dccimos6ptima. quedando articulada en los siguientes thminos: 
“Con independencia de lo dispuesto en esta Ley, y sin perjuicio de su 
aplicación a Ceuta y Melilla, el Gobicmoqucdaexpresamente facultado para 
dictar, con relación a las mismas, las normas especiales que las necesidades 
de la defensa nacional aconscjarcn según las circunstancias de cada momen- 
to y, entre aquQlas, la cxigcncia dc autorizacih del Consejo de Ministros en 
todos los casos de transmisión y gravamen de la propiedad dc bienes 
inmuebles, asi como construcción dc obras o edificaciones, cualquiera que 
sca la nacionalidad del adquirente. Mediante Real Decreto, el Gobierno 
podd acordar la desconcentración de la facultad para otorgarestas autoriza- 
ciones. Los órganos a los que se atribuyan tal facultad tendrán la potestad 
sancionadora prevista en los pbrrafos primem y segundo del artfculo treinta 
de esta Ley”. 
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B). Regulacidn ei el Reglamento de IO-2-1978 

La Disposición final 1’ dispone: 

1. “De conformidad con lo establecido en la disposición Final 2’ de la 
Ley, independientemente de lo dispuesto en este Reglamento y sin 
perjuicio de su aplicación a los territorios espaiioles del Norte de 
Africa, cuando los actos jurfdicos a que se refieren los art. 37 y 46 
recaigan sobre bienes inmuebles sitos en los mismos y los adquirien- 
tes sean extranjeros o espatioles nacionalizados, será necesaria la 
previa autorización del Consejo de Ministros, la cual, respecto de los 
extranjeros, sustituirá ala autorizaci6n militar prevista en este Regla- 
mento. 

2. La autorización prevista en el párrafo anterior se solicitará mediante 
instancia dirigida al Consejo dc Ministros, por conducto de la Capita- 
nía General, que la elevara con su informe al Ministro de Defensa, a 
traves del General Jefe del Estado Mayor del Ejército, Las decisiones 
del Consejo de Ministros no son susceptibles de recurso alguno. 

3. Lo dispuesto en esta disposici6n final no agota la autorizaci6n conce- 
dida al Gobierno por la Disposición Final Segunda de la Ley”. 

C). El R.R. 263611982 de 12 de Agosto (BOE 253) 

En su preambulo se hace referencia a la necesidadde cumplir loprevisto 
en el artículo 14 de la Constitución, sin merma de las garanttas necesatias 
respecto ala adquisición de bienes por españoles o extranjeros en razón de 
los intereses de la Defensa... hace necesario modificar la D.F. 1” del 
Reglamento de desarrollo de la Ley 8/1975 que queda redactada asi: 

1. “De conformidad con lo establecido en la disposición final segunda de 
la Ley, indcpcndientcmcntc dc lo dispuesto en este Reglamento, y sin 
perjuicio de su aplicacibn a Ceuta y Melilla, cuando los actos jurfdi- 
cos, a que se refieren los arts. 37 y 46 recaigan sobre bienes inmuebles 
sitos en los mismos, sed necesaria la previa autorización del Consejo 
de Ministros cualquiera que sea la nacionalidad del adquiriente. Si 
éste fuese extranjero, dicha autoridad sustituir8 a la de caracter militar 
prevista en este Reglamento. 
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2. La autorizaci6n del Consejo de Ministros se solicitara mediante 
instancia dirigida al mismo por conducto de la Capitanfa General que 
la elevara con su informe, al Ministro de Defensa, a traves del General 
Jefe del Estado Mayor del Ejército. 
Las decisiones del Consejo de Ministros no son suceptibles de recurso 
alguno, y serán notificadas por conducto del Ministro de Defensa, al 
objeto de que, caso de ser positivas, pueda darse cumplimiento a lo 
previsto en los arts. 32.1.~). 42 y 43 y demas concordantes de este 
Reglamento. 

3. Lo dispuesto en esta disposición final no agota la autorizaci6n conce- 
dida al Gobierno por la D. F. 2” de la Ley”. 

El art. 14 de la constitución, cuya normativa originó la modificacibn 
dispone que “los españoles son iguales ante la Ley, sin que pueda prevalecer 
discriminación alguna por razón de nacimiento, raza; sexo, religión, opinión 
0 cualquier otra condición 0 circunstancia personal 0 social”. 

D.) R.D. 37411989, de 31 de Marzo. Ulterior proceso normativo. 

El arttculoúnicode1R.D. 374/1989, de 31 de marzo, dionucvaredacción 
a la disposición final 1” del Reglamento de ejecución de la Ley 8fl5, articu- 
lándolo en los siguientes tkminos: 

Uno.- De conformidad con lo establecido en la disposici6n final segunda 
de la Ley 8/1975, en la redacción dada por la Ley 37/1988, de 28 de 
diciembre, y sin perjuicio de la aplicación de los preceptos de esta, y sus 
normas reglamentarias en Ceuta y Melilla, cuandolos actos a que se refieren 
los attfculos 37 y 45 de este Reglamento recaigan sobre inmuebles sitos en 
las mismas, sera necesaria la previa autorización del Consejo de Ministros 
cualquiera que fueselanacionalidad del adquiriente o interesado, sustituyen- 
do en todo caso, dicha autorización a la de caracter militar prevista en este 
Reglamento. 

Dos.- Se desconcentra en el Ministerio de Defensa la concesión de 
autorizaciones para proyectos dc obras o construcciones de cualquier tipo, 
tanto públicas como privadas, cuando esten situadas en una propiedad del 
Estado afecta al Ministerio de Defensa, ose realicen dentro del pcrfmetro de 
la zona dc seguridad de una instalación militar o civil declarada de interes 
militar, en Ccuta y Melilla. 
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Tres.- Se desconcentra enlos Delegados del Gobierno en Ceuta y Meliia 
la concesión de autorizaciones para los proyectos de obras o construcciones, 
no comprendidas en el apartado anterior, asf como para las obras de mera 
conservación de edificaciones preexistentes que cuenten con las oportunas 
licencias urbanfsticas. 

Igualmente, se desconcentra en los Delegados del Gobierno, la concesión 
de autorizaciones para la transmisi6n de la propiedad por cualquier titulo, de 
bienes inmuebles sitos en Ceuta y Mcliha, o paralaconstitución, transmisión 
o modificación de derechos reales sobre los mismos, cualquiera que fuese la 
nacionalidad del adquirientc. 

Cuatro.- El Ministerio de Dcfcnsa, informara preceptivamente los expe- 
dientes de concesión en los supuestos de realización de obras que impliquen 
modificación del volumen de las edilicaciones en Ceuta y Melilla o, cuando 
se trate de la transmisión de la propiedad por cualquier Htulo, de bienes 
inmuebles sitos en Ceuta o Melilla, o para la constitución, transmisión o 
modificaci6n de derechos rcaks sobre los mismos, si el propietario o adqui- 
rente, en todos estos supuestos, fuese de nacionalidad extranjera. 

Cinco.- Tan pronto como sca recibida por los Delegados del Gobierno 
una solicitud de autorización, remitirarr el expediente al Ministerio de 
Defensaparasuresoluci6nenlossupucstosdelapartadodosantcrior,odar~ 
traslado de la misma a dicho Ministerio para que en el plazo de un mes pueda 
emitir el preceptivo informe si concurren las circunstancias previstas en el 
apartado cuatro. En los dcmis supuestos, los Delegados del Gobierno 
resolvcran lo procedente. 

En los expedientes a que SC rcticrcn los apartados anteriores, si el De- 
legado del Gobierno constatara la existencia de otros intereses públicos no 
concordantes con el informe o decisión del Ministerio de Dcfcnsa, se pro- 
cederá a elevar dicho expcdicnte al Consejo de Ministros para que resuelva 
en uso de las competencias propias a que se refiere el apartado uno de esta 
disposición fmal. 

Seis.- El Ministerio de Defensa, acfcctos del ejercicio por las autoridades 
militares de sus facultades pennancntcs de vigilancia y control previstas en 
la Ley 8/1975, de 12 de marzo, y en cumplimiento de lo previsto en los 
artículos 32.1 c), 42 y 43 y concordante de este Reglamento, scrá notificado 
mediante la remisión de copia de los acuerdos adoptados por los Delegados 
del Gobierno concediendo o denegando autorizaciones, 

Siete.- En relación con las competencias desconcentradas cn los Dclega- 
dos del Gobierno, estos podrán sancionar las infracciones con multas de 
hastalacuantfaseilaladaenelpr¡merpárrafodelarHculo 30delaLey 8/197.5, 
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de 12 de marzo, modificada por la disposición adicional decimosCptima de 
la Ley 3711988, de 28 de diciembre, o elevar, a travCs del Ministerio del 
Interior el expediente sancionador al órgano competente en su caso con 
propuesta de san&%. 

Ocho.- Con independencia del recurso de reposición, las resoluciones 
dictadas al amparo de lo previsto en esta disposici6n fmal ponen fin ala via 
administrativa. 

Nueve.- Lo dispuesto en esta disposición final no agota la autorización 
concedida al Gobierno por la disposición lina1 segunda de la Ley 8/1875, de 
12 de marzo”. 

Las facultades desconcentradas por el R.D. 374/1989, en el Ministerio de 
Dcfcnsa, fueron delegadas en cl Director Gcncral de Infraestructura de dicho 
Departamento, por Orden 55/1989, de 3 de julio, sin perjuicio de las 
prescripciones del articulo 22. 3” de la Ley dc RCgimen Jurfdico de la Ad- 
ministración del Estado, reservtidosc la autoridad delegante la facultad de 
avocar para si el conocimiento y resolución de cuantos asuntos estime 
oportunos. 

A su vez, la disposición que tratamos fue recientemente objeto de 
desarrollo normativo, a traves de la Inskucción delMinisterio de Defensa no 
811990, de 24 de enero, cuya finalidad básicaradicóen el establecimientode 
los criterios que dcbcn presidir la tramitación de los expedientes rclaciona- 
dos con las competencias dcsconcentradas en el Ministerio de Defensa, 
establccicndo en aras a lograr una mayor agilidad, eficacia y coordinación, 
la necesaria comunicación directa entre la Dirección General de Infraestmc- 
tura-organismo en el que se delegaron las facultades desconcentradas- y 
los Delegados del Gobierno, en Ccuta y Melilla, por unaparte, y la Autoridad 
Militar perif&ica”~ntikndase Comandantes Generales de Ceuta y Meli- 
lla- correspondiente, por otra. 

2. CRÍTICA 

A. Conclusión de la Secuencia en el cambio de normativa.- Ante el 
problema creado en Ceuta y Melilla por la adquisición de inmucblcs por 
súbditos marroquícs, nacionalizados esptiolcs, y ante la inconstitucionali- 
dad de la discriminación entre españoles de origen y nacionalizados, fue 
necesario establecer la necesidad dc autorización militar para todos, extran- 
jeros y españoles. 

La circunstancia de que todas las transmisiones de inmuebles, con la 
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amplia gama de actos jurfdicos aquese refiere el articulo 37 del Reglamento, 
tuvieran que ser autorizados por el Consejo de Ministros, impidió la 
necesaria agilidad administrativa, originando protestas en los Ayuntamien- 
tos de Ceuta y Melilla y alguna interpelación parlamentaria al Gobierno. 

Consecuentemente, por la Ley 37/88, se habilitó la posible desconcentm- 
ción de las facultades del Gobierno en orden al @imen de autorizacibn que 
contempla la disposición final 2’ de la Ley U7.5, verificandose aquella, en 
virtud del R.D. 374/1989, en favor de los Delegados del Gobierno en Ceuta 
y Melilla y el Ministro de Defensa, delegándose subsiguientemente las 
facultades de este en el DIGENIN de dicho Departamento. 

B. Diversos casos especiales.- La ncccsidad de la autorización militar 
para adquirir inmuebles en Ceuta y Melilla, o para construir edificaciones, 
asi como los criterios denegatorios que se vienen utilizando cuando se trata 
dc súbditos de origen o ascendencia marroqut, ha creado una, muy variada, 
casutstica en la que el ingenio humano ha buscado los más recónditos 
subterfugios para obviar la normativa. Por ejemplo: adquirir a nombre de 
menores de nacionalidad espaftola de origen, por haber nacido en Ceuta o 
Melilla; adquirir por medio de disolución de la sociedad de gananciales, 
siendo espafiol un c6nyuge y marroqut el otro; construir barracones en 
solares propiedaddelEstado-Ramodc Dcfcnsa-; arrendarinmucblcspor 
99 años para encubrir verdaderas transmisiones de dominio. 

Resumimos, a continuación, los criterios mantenidos por la Asesotía 
Jurídica General del Mmistcrio de Defensa, en algunos de estos casos 
especiales, para dejar constancia de la realidad practica, tan rica y variada, 
que plantea este Regimen especial. 

“Los aspectos’legales derivados de la existencia de barracones en 
Ceuta, ubicados dentro del perimetro de una finca propiedad del 
Estado español y afecta al Ramo de Defensa con vistas directas de 
dominio y fuego sobre el Acuartelamiento y la problemática de los 
inmuebles adquiridos por contrato privado o sin el, en Melilla, han 
sido tratados con caractcr general por la entonces Dirección General 
de lo Contencioso del Estado del Ministerio de Economia y Hacienda 
(hoy Dirección General de los Servicios Jurfdicos del Estado del 
Ministeriode Justicia, según cl Real Decreto 870/1985, del 5 de junio, 
B.O.E. núm. 138). en dictamen de 7 de noviembre de 1983. Se hega 
alaconclusi6ndclaproccdcnciadeinstruirelexpediente sancionador 
a que se retieren los arts. 95 a 98 del Reglamento de 10 de febrero de 
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1978, dictado por’aplicaci6n de la Ley 8/1975 sobre zonas e Instala- 
ciones de Intems para la Defensa Nacional, depurando -en dicho 
expediente- las circunstancias de hecho relativas a las fechas de 
construcción y a las diversas transmisiones de propiedad en los 
inmuebles, si las hay sin autorización militar tanto en las edificaciones 
como en las transmisiones. 
Siendo esencial, según el art. 96, la formulación por el Instructor del 
Pliego de cargos con otorgamiento de plazo de ocho dfas para la 
contestación. 
La instrucci6n del indicado expcdicnte ya ha sido ordenada por el 
Capitán General de la Región Militar, por ello, la remisión dc lo 
actuado a este Ministerio se formula alos efectos de que, con indepen- 
dcncia de tales expedientes sancionadores, se comunique la situación 
a la Direcci6n General de los Setvicios Jurfdicos del Estado del 
Ministerio de Justicia, en lo que afecta al ejercicio de las acciones 
legales, relativas ala Defensa del Patrimonio conforme al art. 8” de la 
Ley del Patrimonio y art. 15 de su Reglamento. 
En conclusión, se estima que sin perjuicio de la tramitación y resolu- 
cian de los expedientes sancionadores, debe remitirse lo enviado por 
el Estado Mayor del Ejército ala Dirección General de los Servicios 
Jurfdicos del Ministetio de Justicia, advirtiendo en cl oficio de 
remisión que ya se están instruyendo los expedientes sancionadores 
que pueden terminar con acuerdo de demolición (art. 91.1 de compe- 
tencia del Ministerio de Dcfcnsa), pero que se comunica a la citada 
Dirección General para informe y por si considera que paralclamcnte 
pueden y deben ejercer las acciones a que se refiere el art. 15 del 
Reglamento de la Ley del Patrimonio del Estado”. 
“El súbdito marroqut... dirige instancia al Presidente del Consejo de 
Ministros, solicitante autorización para adquirir, en nombm de sus 
hijos.... de nacionalidad española y menores de edad sobre los que 
ostenta la patria potestad, una vivienda-chalet edificada sobre un 
terreno en la plaza de Ceuta, conforme a lo dispuesto en la D.F. 1’ del 
Rcglamentode 1Ode febrerode 1979 dictadoparaaplicacióndelaLey 
8175 sobre Zonas e Instalaciones de Intems para la Defensa Nacional, 
que sujeta a autorización del Consejo dc Ministros los actos jurfdicos 
a que se refiere los arts. 37 y46 del citado texto legal, cualquiera que 
sea la nacionalidad del adquirente. 
De lo actuado se pone de manifiesto que la adquisici6n ya ha sido 
instrumentada el 5 de septiembre de 1984, en documento privado, en 
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cuyas estipulaciones 5’ y 6% se contiene la condici6n suspensiva de que 
se obtenga la autorización del Consejo de Ministros, añadiendo que si 
no se obtiene la misma y no puede perfeccionarse la compraventa, 
tendrrln las estipulaciones el carácter de arrendamiento por noventa y 
nueve aflos, siendo el precio del alquiler el de 6 millones de ptas. que 
es el mismo que para la compraventa se senala en la estipulación 
segunda. Los vendedores tienen la nacionalidad espaftola. Si bien la 
ubicación de la vivienda no afecta directamente a la Defensa, los 
informes del Capitán General, Comandante General y Masal de EMR 
son desfavorables, porque la nacionalización de los menores parece 
tener el fm exclusivo de adquirir la vivienda, con lo que se incremen- 
tarfa la propiedad marroquí cn la ciudad. 
La petición se informa dcsfavorablcmente por esta Asesoría Jurfdica 
General, pudiendo de acuerdo con el art. 47 del citado Reglamento, 
apreciarse libremente las circunstancias del caso, abarcando el infor- 
me desfavaborable tanto la autorización para adquirir como la de 
arrendar, por considerarse que dadas las caracterfsticas con las que se 
instrumenta el arrendamiento nos encontramos ante un evidente 
supuesto de fraude ala ley, de acuerdo con lo dispuesto cn cl art. 6” del 
Código Civil “los actos realizados al amparo de una norma que 
persigan un resultado prohibido por el ordenamiento jurfdico, o 
contrario a Cl. se considerarán ejecutados en fraude a la ley y no 
impedirán la debida aplicación de la norma que se hubicrc tratado de 
eludir”. 
En efecto, se considera que el arrendamiento estipulado no es sino una 
verdadera apariencia dc tal, pero que en él subyace una transmisión de 
dominio disfrazada para eludir el cumplimiento de lo dispuesto en el 
art. 37 del Reglamento referido. A mayor abundamiento, el citado 
articulo 37 sujeta a autorización la constitucibn de derechos reales 
sobre fincas y la doctrina y jurisprudencia vienen sosteniendo que los 
arrendamientos tienen la consideración de derechos reales especial- 
mente cuando por ser de duración mayor de 6 aiios son inscribibles en 
el Registro de la Propiedad (articulo 2 de la Ley Hipotecaria)” 
“El Capitán General de .,.. da cuenta de que en el Centro Docente 
Público Mezquita dc Melilla se ha construido un aula de 100 m2 por 
un contratista privado y que, al haberse realizado la obra sin autoriza- 
ción militar y tratarse de un Colegio Oficial del Ministerio de Educa- 
ción y Ciencia, se consulta a este Ministerio si procede ala paraliza- 
ción de las obras, si estas no han fmaliiado y la instrucción de un 
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expediente sancionador al amparo de los arts. 94 y 98 del Reglamento 
de 10 de febrero de 1978, dictado para ejecucibn de la Ley 8175 sobre 
Zonas e Instalaciones de Interks para la Defensa Nacional. 
Remitido a informe de esta Asesorta Jurfdica General se indica que se 
informe via telex en los términos en que la citada construcción afecta 
ala DefensaNacional, conforme al repetido Reglamento. A lo que se 
contesta que infringe lo dispuesto en los arts. 60 y 67 del repetido Re- 
glamento. Estos dos articulos se refieren ala Tramitación de Proyectos 
y Autorizaciones de los particulares y no de las Entidades Oficiales ( 
alas que se refieren los arts. 49 al 59) y se limitan a regular que en las 
zonas de Interks para la Defensa Nacional las obras o actividades 
afectadas por las limitaciones establecidas en los Decretos de decla- 
ración de las Zonas, debcr5n contar con las autorizaciones militares; 
en cuanto al art. 67 se refiere al supuesto aplicable a proyectos de 
paniculares y de Entidades oficiales de ampliación o modificación de 
obras ya existentes, que también necesitan autorización militar. 
El alcance de la ampliación de informe solicitado por esta Asesorfa 
Jurídica General estaba referido a los rhninos en que la obra afectaba 
a la Defensa Nacional, es decir, se pretendta que se pusieran de 
maniliesto los problemas que la construcción originaba alas instala- 
ciones militares en la Zona, ya que se consideraba que la paralización 
de las obras, debería ordenarse cuando no ~610 se hubiera incumplido 
la petición de autorizacibn militar (hecho que resulta evidente) sino 
también cuando además de no contar con la autorizaci6n se hubieran 
perturbado de forma grave los intereses de la Defensa Nacional, en 
cuanto a que imposibilite y merme el normal funcionamiento de las 
instalaciones militares, etc. 
No se ha conseguido en la contestación obtener este dato que se 
estimaba conveniente para asesorar sobre la procedencia o no de la 
paralización. 
Por ello se estima que para aplicar lo dispuesto en el art. 7.1.4 del 
Reglamento de requerir al Ministerio de Educación y Ciencia de 
paralización de las obras, adoptando la resoluci6n por el Consejo de 
Ministros si no se aceptase la propuesta de paralización por dicho Mi- 
nisterio, no basta con que no se haya pedido la autorización militar 
(que aún cuando es unainfracción, puede subsanarse a posteriori) sino 
que habrá que justificar la propuesta de paralización en el detalle y 
entidad en que la obra afecta a la Defensa, para poder valorar cuál de 
los intereses en juego es prevalente”. 
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VI. CONCLUSIONES GENERALES 

1. Las limitaciones o servidumbres que suponen las Zonas de acceso 
restringido a la Propiedad de Extranjeros, según la Ley 8/75 sobre 
Zonas e Instalaciones de Intert?s para la Defensa Nacional tiene su 
fundamento legal en los arts. 33 y 128 de la Constitución, y su 
expresikrlegal en el art. 19 de la Ley Organica 6/80 de 1 de julio sobre 
Criterios Básicos de la Defensa Nacional y de la Organización Militar. 

2. Aunque el objeto de nuestra tesis es la institución “Zonas de Acceso 
restrigido a la propiedad de Extrarjems, existe una evidente interde- 
pendencia normativa con las otras dos instituciones de “Zonas de 
Intems para la Defensa Nacional” y “Zonas de Seguridad de las 
Instalaciones Militares y de las Civiles de Interes Militar” como 
consecuencia de su regulación conjunta, con normativa común, en la 
Ley 8/75 y Reglamento de 10 de febrero de 1978. 

3. Es deseable y conveniente un rcformade la Ley y del Reglamento por 
vía de: 
- desarrollo interno de su normativa recogiendo criterios intcrpre- 

tativos de la doctrina y de la jurisprudencia. 
- acomodación a principios constitucionales en materia de fiscali- 

zación por la Jurisdicción Contencioso-Administrativo de los 
actos administrativos generados por las Autoridades militares. 

- acomodación alos Cuerpos legales nacionales de Urbanismo, In- 
versiones Extranjeras en Espafia y Derecho Registral con tnfasis 
especial en: las materias de transferencias a las Comunidades 
Autónomas de competencias, en pugna con la competencia ex- 
clusiva del Estado sobre DefensaNacional; y el principio registral 
de la inscripci6n constitutiva. 

- perfeccionamiento de su tramitación administrativa y procedi- 
miento, con introducción de las técnicas informáticas en cl Censo 
de Propiedades extranjeras. 

- como consecuencia de la incorporación de España en la CEE y 
consiguiente adaptación del Derecho Espailol al Dcrccho Comu- 
nitario. 

4. Estos mismos crlterlos de adaptación y reforma deben servir de base 
para el Regimen especial para los Territorios Espaholes del Norte de 
Africa, aplicando enlas Zonas “sensibles”dclTerritorio Nacional, por 
exigencia de la Seguridad y Dcfcnsa Nacionales, que dcbcn ser muy 
restringidas, la prohibición de acceso a nacionales y extranjeros. 
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VII APENDICE. 

RELACION DE MUNICIPIOS QUE SON ZONAS DE ACCESO 

RESTRINGIDA A LAPROPIEDADEXTRANJERA 
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